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INTRODUCCIÓN 

Si bien aquella época donde era prácticamente imposible hacer crítica alguna al 

presidente ha quedado atrás, México aún tiene muchos pendientes en cuanto a la 

libertad de expresión, mismos que tienen que ver en gran medida con las 

precarias condiciones laborales en que viven aquellos que ejercen el periodismo, 

complementado con el contexto de inseguridad y violencia que en todo el país 

prevalecen. 

México está en caída libre en las diversas clasificaciones de la Libertad de 

Expresión realizadas por organizaciones internacionales. El diagnóstico no es 

nada alentador, año con año aumentan los registros de agravios, amenazas y 

asesinatos encaminados a silenciar a la sociedad en su conjunto. 

La responsabilidad que como gremio tenemos de mantener informada a la 

sociedad no puede estar exenta de un marco regulatorio. Por ello damos cuenta 

en el primer capítulo, de este análisis, de las disposiciones jurídicas relacionadas 

con el ejercicio periodístico, como son la Ley de Imprenta, la Ley para la 

Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, entre 

otros mandatos. 

De acuerdo a la Federación Internacional de Periodistas, México es el tercer país 

más peligroso para ejercer el periodismo del mundo, sólo por detrás de Irak y 

Filipinas, ya que estima que en el periodo que abarca entre 1990 y 2015 han sido 

asesinados 120 comunicadores en nuestro país, al ser un cuarto de siglo el 

periodo considerado, no podemos decir que se trata de una situación pasajera. 

Ante este panorama destaca la creación de una Fiscalía que atrae los delitos 

cometidos contra periodistas, es un gran avance en la materia, por lo que en el 

segundo capítulo abordamos las estadísticas de la Fiscalía que contrastan con los 

datos presentados por organismos de la sociedad civil.  

Pese a todos los esfuerzos, la impunidad es el factor presente en cada uno de los 

casos de agravios cometidos contra los comunicadores. De acuerdo con la 
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Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), el índice de impunidad en 

lo que respecta a agresiones contra periodistas es del 90%. 

Esto se da en un contexto donde de acuerdo a la Encuesta Nacional de 

Victimización y Percepción Sobre Seguridad Pública 2016, el nivel de delitos no 

denunciados o que no derivaron en averiguación previa fue de 93.7% a nivel 

nacional durante 2015, mientras que en 2014 fue de 92.8%, es decir, la impunidad 

es un fenómeno creciente. 

La perspectiva de género no puede estar ausente y en el tercer capítulo 

abordamos la violencia cometida contra las periodistas, su participación en el 

vertiginoso mundo de las noticias, así como aspectos laborales.  

En el cuarto capítulo, abordamos la relación medios-gobierno, viciada por la 

discrecionalidad en la asignación de publicidad oficial en los tres niveles de 

gobierno; se carece de la normatividad y transparencia necesarias para que ésta 

deje de ser un mecanismo de premio-castigo hacia los medios, dependiendo de 

cómo manejen la información. 

A todo ello se suma la incertidumbre jurídica en la que se desarrolla el periodismo. 

Es necesario recalcar que si bien se ha avanzado a nivel federal en la 

despenalización de los delitos de injuria, calumnia y difamación, se mantienen en 

los códigos penales de casi la tercera parte de las entidades federativas. Además 

las demandas civiles se han vuelto una presión constante para los periodistas, 

puesto que, aun cuando se gane el juicio, el costo del mismo y el tiempo que 

consumen pueden devastar el patrimonio económico del periodista, por lo tanto es 

otro mecanismo que inhibe la actividad periodística. 

Hay que reconocer los avances que existen en materia de acceso a la información 

pública, por eso en el quinto capítulo abordamos la creación de herramientas 

tecnológicas y jurídicas que facilitan el acceso a la información, mismas que 

parecen ser subutilizadas por el gremio periodístico. 
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Por otro lado, está la indefensión laboral que muchas veces juega en contra de la 

Libertad de Expresión, tema que abordamos en el sexto capítulo. Hay poco más 

de 27 mil periodistas y redactores trabajando en el país, mientras que, de acuerdo 

al Instituto Mexicano de la Competitividad, más de 250 mil personas estudiaron 

comunicación o periodismo, aunque de ellos sólo el 18.2 por ciento trabaja en los 

medios de información masivos, con un sueldo promedio de apenas 450 dólares al 

mes. 

Si bien la Libertad de Expresión es uno de los pilares de otros derechos 

fundamentales y es considerada condición indispensable de la democracia, es 

también necesaria la democracia para su desarrollo, por lo consecuente son dos 

valores en sinergia. 

Si bien las bases jurídicas y la normatividad son necesarias, no basta legislar y 

firmar tratados, la voluntad política resulta tan o más importante. Por ejemplo, el 3 

de noviembre de 2015 el Gobierno de la República, a través del Mecanismo 

Federal de Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y 

Periodistas de la Secretaría de Gobernación firmó con el Gobierno del estado de 

Veracruz un convenio para trabajar de manera conjunta, a fin de “implementar 

políticas públicas de prevención en favor de los periodistas de esta entidad”; hoy 

sabemos que Veracruz, en lo que va del 2016, es la segunda entidad con más 

comunicadores asesinados. 

Los hechos hablan por sí solos, México aún necesita superar muchos obstáculos 

para poder afirmar que se vive una plena Libertad de Expresión y que el Derecho 

a la Información está garantizado. 
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CAPÍTULO I. LAS LEYES QUE NOS 
PROTEGEN 

Marco jurídico internacional 

La Libertad de Expresión es un derecho humano bajo el cual se cobijan otras 

libertades y derechos. Amenazada ésta las otras libertades quedan sin protección. 

Pero como toda libertad está limitada por controles legales. 

Según el artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, este 

derecho incluye “el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar 

y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, 

por cualquier medio de expresión”. Asimismo, la universalidad de este derecho ha 

sido reforzada en el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos. 

Otro tratado internacional es la Convención Americana de Derechos Humanos, 

aprobada por la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos el 

22 de noviembre de 1966, y que en su artículo 13, respecto a la Libertad de 

Pensamiento y de Expresión, establece: 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y 
de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, 
recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 
consideración de fronteras ya sea oralmente, por escrito o en 
forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento 
de su elección. […] 
 

La parte más importante de este acuerdo, en materia de Libertad de Expresión, sin 

duda alguna, lo constituye el llamado Derecho a la rectificación, establecido en el 

artículo 14:  

1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o 
agraviantes emitidas en su perjuicio a través de medios de 
difusión legalmente reglamentados y que se dirijan al público 
en general, tiene derecho a efectuar por el mismo órgano de 
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difusión su rectificación o respuesta en las condiciones que 
establezca la ley. 
2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de 
las otras responsabilidades, legales en que se hubiese 
incurrido.[…] 
 

Es necesario recordar que el respeto a las libertades y derechos establecidos en 

estos acuerdos internacionales no eximen de responsabilidad a quienes abusan 

de tales derechos, las limitaciones o restricciones deben quedar enmarcadas 

dentro de lo que establecen las diferentes leyes nacionales. 

Una tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) establece que en 

cuanto jerarquía los tratados internacionales se encuentran “en un segundo plano 

inmediatamente debajo de la Ley Fundamental y por encima del derecho federal y 

local […]” por lo que debe existir una armonía entre los marcos regulatorios y 

legales que garanticen un ejercicio pleno de la Libertad de Expresión. 

Legislación mexicana: Muchas leyes… ¿pocos resultados? 

Es de nuestro interés resaltar los artículos constitucionales que hacen referencia a 

los temas de la libertad de expresión  y el derecho a la información. Para 

comenzar citaremos el artículo sexto que a la letra dice: 

La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna 
inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que 
ataque a la moral, los derechos de tercero, provoque algún 
delito o perturbe el orden público; el derecho de réplica será 
ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la 
información será garantizado por el estado.  
Toda persona tiene derecho al libre acceso a información 
plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir 
información e ideas de toda índole por cualquier medio de 
expresión.   
El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías 
de la información y comunicación, así como a los servicios de 
radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda 
ancha e internet. Para tales efectos, el Estado establecerá 
condiciones de competencia efectiva en la prestación de 
dichos servicios. […] 
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Este artículo protege la Libertad de Expresión. Los ataques a la moral, los 

derechos de terceros, provocar algún delito o perturbar el orden público son los 

límites establecidos en este precepto, aunque no existe ningún norma legal que 

establezca un criterio seguro sobre en qué casos se traspasan dichos límites, esto 

queda a la consideración subjetiva de las autoridades. 

La reforma electoral del año 2007 incorporó el derecho de réplica al artículo antes 

mencionado y si bien la legislación sobre la materia debería ser aprobada a más 

tardar el 30 de abril de 2008, no fue sino hasta noviembre del año 2015 cuando se 

expidió la Ley Reglamentaria del Artículo 6°, párrafo primero, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia del Derecho de Réplica. 

Pero desde entonces, acumuló tres impugnaciones ante la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación que fueron presentadas por la Comisión Nacional de 

Derechos Humanos, el Partido de la Revolución Democrática y el Movimiento de 

Regeneración Nacional, así como varias demandas de amparo en su contra. La 

Suprema Corte de Justicia de la Nación se pronunció en contra del proyecto de 

resolución que proponía que cualquier persona que se sintiera agraviada por 

información publicada, aunque fuera cierta, podría solicitar su derecho de réplica. 

El proyecto de fallo será redactado de nueva cuenta y discutido en el pleno, cuya 

fecha no había sido definida durante la redacción de este informe. 

Si bien se puede considerar un avance en comparación con la inexistencia de 

legislación en la materia, los argumentos para considerar que se trata de un riesgo 

para la libertad de expresión y el derecho a la información se centran en los 

criterios sobre “falsedad o inexactitud” en la información divulgada, pero la fracción 

VIII del artículo 19 establece que se puede negar a publicar o retransmitir la réplica 

“cuando […] verse sobre información oficial que en forma verbal o escrita emita 

cualquier servidor público y que haya sido difundida por una agencia de noticias o 

medio de comunicación”. De acuerdo con esa disposición, la publicación íntegra 

de boletines de prensa oficiales es la vía para evitar la solicitud de dicha 

disposición. 
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Ahora destaquemos el artículo séptimo constitucional que a la letra dice: 

Es inviolable la libertad de difundir opiniones, información e ideas, a través 
de cualquier medio. No se puede restringir este derecho por vías o medios 
indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares, de 
papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas o de enseres y 
aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros 
medios y tecnologías de la información y comunicación encaminados a 
impedir la transmisión y circulación de ideas y opiniones. 
Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni coartar la 
libertad de difusión, que no tiene más límites que los previstos en el primer 
párrafo del artículo 6o. de esta Constitución. En ningún caso podrán 
secuestrarse los bienes utilizados para la difusión de información, 
opiniones e ideas, como instrumento del delito. 

En resumen, este artículo establece que es inviolable la libertad de difundir 

opiniones, información e ideas, a través de cualquier medio; y que en ningún caso 

podrán secuestrarse los bienes utilizados para la difusión de información, 

opiniones e ideas, como instrumento del delito. 

Ley vieja para un nuevo periodismo 

Si bien es cierto que existía una polémica respecto a la Ley de Imprenta por su 

carácter preconstitucional,1 la Suprema Corte de Justicia determinó su vigencia 

basado en el hecho de que no pugna con los principios constitucionales vigentes, 

aunque se le califique de inoperante debido a su contenido y ambigüedad de los 

límites que intenta imponer. 

Entre algunos de los factores que pueden explicar la inadecuación de dicha ley se 

encuentran que ésta es apenas conocida por los jueces y encargados de los 

ministerios públicos; en las diversas escuelas y facultades de Derecho apenas y 

es mencionada, no forma parte de una materia en particular; los conceptos que 

maneja son anacrónicos y existe ambigüedad de términos; la tecnología ha 

avanzado notablemente desde su expedición por lo que es necesario incluir 

nuevos temas. Estos y otros elementos demuestran la urgente necesidad de 

reglamentar el trabajo de los medios de comunicación. 

 
1 La Constitución General de la República, creada el 5 de febrero de 1917, entró en vigor hasta el 1° de mayo 
del mismo año. Mientras que la Ley de Imprenta fue promulgada el 9 de abril de 1917. 
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Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas 

Aprobada por el Congreso de la Unión, el 30 de abril de 2012 y publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el 25 de junio, la Ley para la Protección de 

Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas tiene como objetivo:  

[…] establecer la cooperación entre la Federación y las 
Entidades Federativas para implementar y operar las 
Medidas de Prevención, Medidas Preventivas y Medidas 
Urgentes de Protección que garanticen la vida, integridad, 
libertad y seguridad de las personas que se encuentren en 
situación de riesgo como consecuencia de la defensa o 
promoción de los derechos humanos, y del ejercicio de la 
libertad de expresión y el periodismo. 

Para cumplir tal objetivo, la ley prevé la creación de un Mecanismo de Protección. 

Establece, entre otras medidas de seguridad la evacuación, reubicación temporal, 

asignación de escoltas y autos blindados para las víctimas de violencia, así como 

la entrega de equipo tecnológico y chalecos antibalas y de ser necesario se 

contempla proteger al cónyuge, concubina, concubino, ascendientes, 

descendientes, dependientes de las personas agredidas, así como de aquellos 

que participan en las mismas actividades desde el mismo grupo, organización o 

movimiento social. 

Además de estas disposiciones, se crea un fondo que opera mediante un 

fideicomiso público, con el propósito de obtener recursos económicos adicionales 

a los previstos en el Presupuesto de Egresos de la Federación, para ello está 

abierto a los donativos. 

Una demanda histórica de varias organizaciones de la sociedad civil era la 

federalización de los delitos cometidos contra periodistas, es decir, que las 

autoridades federales puedan atraer bajo su jurisdicción los crímenes y delitos que 

atenten contra la libertad de informar o el ejercicio del periodismo; esto debido en 

parte a que en muchos de los casos de ataques contra periodistas las autoridades 

locales se veían implicadas como principales sospechosas de ordenar y orquestar 
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tales acciones. Tal solicitud se vio concretada, en el año 2012, con la reforma al 

artículo 73 de la Constitución, en el párrafo segundo de la fracción XXI: 

Las autoridades federales podrán conocer también de los 
delitos del fuero común, cuando éstos tengan conexidad con 
delitos federales o delitos contra periodistas, personas o 
instalaciones que afecten, limiten o menoscaben el derecho a 
la información o las libertades de expresión o imprenta.2 

Reforma que no estuvo exenta de polémica, pues la Comisión Nacional de 

Derechos Humanos (CNDH) estableció en su recomendación general número 17 

“Sobre los casos de agresiones a periodistas y la impunidad prevaleciente” que:  

[…] la discrecionalidad en relación con la facultad de 
atracción que le fue conferida a dicha Fiscalía debe regularse 
con mayor precisión en cuanto a sus alcances, ya que la falta 
de criterios definidos al respecto propicia que se seleccionen 
los casos o se retrasen algunas investigaciones, por lo que 
resulta incompetente para iniciar las investigaciones en un 
alto porcentaje de los casos que conoce […]3 

Falla subsanada con la reforma del artículo 10, último párrafo del Código Federal 

de Procedimientos Penales, que establece la posibilidad de inconformidad por 

parte de las víctimas ante el Procurador General de la República en caso de no 

proceder su solicitud de atracción del caso por las autoridades federales. Además, 

se reformaron la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de la República y el Código Penal Federal. 

En sintonía a estas nuevas disposiciones, se modificaron varios códigos penales 

de algunas entidades, que se resumen en la siguiente tabla: 

 

 

 
2 Véase Decreto por el que se adiciona el párrafo segundo de la fracción XXI del artículo 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, disponible en 
http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5256052&fecha=25/06/2012 
3 CNDH, Recomendación General Número 17, Sobre los casos de agresiones a periodistas y la impunidad 
prevaleciente, disponible en www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Recomendaciones/generales/RecGral_017.pdf 
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Códigos penales estatales que contemplan 
delitos contra la libertad de expresión 

Código Penal del Estado de 
Michoacán, Título V, capítulo IV 
Delitos contra periodistas en el 
ejercicio de su labor 

Artículo único: cuando se cometa un 
delito en agravio de personas o 
instalaciones dedicadas a actividades 
periodísticas, con motivo o derivado de 
dichas actividades, la pena se 
agravará en una tercera parte de la 
que corresponda por el delito del que 
se trate. 

Código Penal para el Estado Libre y 
Soberano de Quintana Roo, Título 
Sexto Delitos contra la Libertad de 
Expresión y el Derecho a la 
Información 

Se imponen multas de seis meses a 
tres años de prisión y de cincuenta a 
doscientos días de multa a quien, por 
ejemplo, evite la actividad de los 
periodistas. 

Código Penal de Coahuila Varios artículos estipulan las penas o 
castigos cuando los delitos cometidos 
sean contra periodistas, por ejemplo 
las penas de prisión no serán menores 
de tres días, ni mayores a 60 años, 
con excepción del delito de homicidio 
en contra de personas en función  de 
su actividad dentro del periodismo. 
(Párrafo 1 del artículo 67)  

Código Penal del Estado de 
Chihuahua, Capítulo III Reglas 
Comunes para los Delitos de 
Homicidio y Lesiones 

Artículo 136 El homicidio y las lesiones 
son calificadas cuando se cometan 
con: premeditación, ventaja, traición, 
alevosía, retribución, por el medio 
empleado, saña o en perjuicio de 
servidores públicos que se encarguen 
de la administración o procuración de 
justicia, o de periodistas; […] 

Código Penal para el Estado Libre y 
Soberano de Veracruz de Ignacio de 
la Llave, Capítulo VII Ataques a la 
Libertad de Reunión y de Expresión 

Artículo 174 A quien impida o disuelva 
una reunión legítima o no permita a 
alguien expresar sus ideas o 
creencias, se le impondrán de seis 
meses a tres años de prisión y multa 
hasta de cuarenta días de salario.  
En el caso de desaparición forzada de 
personas la pena aumentará en una 
mitad más cuando la víctima sea 
periodista o defensor de derechos 
humanos (Art. 318) 

Código Penal para el Estado Libre y Estipula una pena de seis meses a 
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Soberano de Oaxaca, Título 
Vigésimo Quinto Delitos contra la 
Libertad de Expresión (Reforma de 
agosto de 2016) 

cuatro años de prisión  y multa de 
cincuenta a doscientos unidades de 
medida de actualización a quien evite 
se ejerza la actividad de los periodistas 
e impida la libre circulación de las 
ideas la pena aumentará un año 
cuando el agresor sea un funcionario 
público 

Código Penal para el Estado de 
Sinaloa, Capítulo III 
Disposiciones comunes al 
homicidio y lesiones 

Artículo 139 El homicidio se 
sancionará con prisión de veintidós a 
cincuenta años, cuando: 
Fracción VII. Se cometa dolosamente 
en contra de una persona por su 
actividad dentro del periodismo; […] 

 

En resumen lo estipulado en los diferentes códigos penales estatales se refiere a 

la gravedad de las penas o multas con que se sanciona los delitos cometidas 

contra periodistas, mismas que en algunos casos se agrava de haber sido 

cometido por un servidor público. Hasta el momento no existe alguna disposición 

que establezca protocolos de investigación específicos donde el trabajo 

periodístico sea la línea central de investigación por parte de las autoridades en 

los delitos cometidos contra periodistas. En incontables ocasiones se ha caído en 

aspectos privados de las víctimas como posible explicación del ataque sufrido. 

Este aumento de penas son consideradas inhibitorias, en palabras llanas se envía 

el mensaje de que se debe pensar dos veces antes de agraviar a un periodista, 

pero hasta el momento tales disposiciones parecen no haber dado resultado 

alguno debido a los altos índices de impunidad que imperan en el sistema judicial 

mexicano. 

En los Estados también hay protección 

Como parte de las recomendaciones generales de la CNDH “Sobre el ejercicio de 

la libertad de expresión en México”, del 8 de febrero de 2016, se hace un llamado 

a los gobernadores de los estados, que no cuenten con legislación alguna en 

materia de protección a periodistas, a crear las leyes necesarias que garanticen la 

vida, integridad, libertad y seguridad de los periodistas en situación de riesgo con 
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motivo del ejercicio de su profesión. En el siguiente cuadro presentamos las 

disposiciones que al respecto existen en los Estados. 

Legislación para la protección a periodistas por 
entidad 

Precepto legal Resumen 
Ley para la Protección 
y Garantía de la 
Libertad de Expresión 
de las y los Periodistas 
de Coahuila de 
Zaragoza (2014) 

Los beneficios de protección y prevención se 
extienden a familiares. 
Se prevé una multa de 500 a 1000 salarios mínimos 
vigentes en el Estado para quien simule y/o haga 
uso indebido de las medidas de protección 
otorgadas. 
Se crea la Comisión de Prevención y Protección a 
las y los Periodistas en el Estado. 

Ley para la Protección 
Integral del Ejercicio 
Periodístico para el 
Estado de Colima 
(2012) 

Reconoce como derechos inherentes al ejercicio 
periodístico el secreto profesional y la cláusula de 
conciencia; el libre y preferente acceso a las fuentes 
de información; y los derechos de autor y de firmas. 
La protección se extiende a la familia y bienes; en 
caso de privación de la vida se otorgará un apoyo 
económico por mil doscientos salarios mínimos 
vigentes; se prevé la capacitación profesional; se 
promulgó el Reglamento de la Ley para la Protección 
Integral del Ejercicio Periodístico para el Estado de 
Colima. 

Ley de Derechos para 
el Ejercicio del 
Periodismo en el 
Estado de Chiapas 
(2007) 

Reconoce como derechos inherentes al ejercicio 
periodístico el secreto profesional y la cláusula de 
conciencia; el libre y preferente acceso a las fuentes 
de informáticas; y los derechos de autor y de firmas. 

Acuerdo de 
implementación del 
Sistema Integral de 
Seguridad para 
Protección de 
Periodistas del Estado 
de Chihuahua (2010) 

Apuesta por la autoprotección de los periodistas. Se 
crea un Comité de Riesgo.  
Establece flujos de información mediante políticas de 
comunicación social. 

Ley para la Protección 
Integral de Personas 
Defensoras de 
Derechos Humanos y 
Periodistas del Distrito 
Federal (2015) 

Crea el Mecanismo de Protección Integral de 
Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas. Se crea un Fondo con el propósito de 
obtener recursos económicos públicos o privados, 
mismos que se destinarán para la capacitación en 
materia de derechos humanos, implementación y 
operación de las medidas preventivas, de protección 
y de carácter social, estas últimas están diseñadas 
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para brindar apoyo a personas que se refugien en la 
Ciudad de México. 

Ley Estatal para la 
Protección de 
Periodistas y Personas 
Defensoras de 
Derechos Humanos de 
Durango (2014) 

Se crea la Oficina Local de Coordinación y Enlace 
para la Protección de Periodistas y Personas 
Defensoras de Derechos Humanos. 
Reconoce como derechos inherentes al ejercicio 
periodístico el secreto profesional; acceso a las 
fuentes de información; respaldo estatal para la 
formación profesional continua; y reconocimiento 
como periodista. 

Ley Núm. 463, para el 
Bienestar Integral de 
los Periodistas del 
Estado de Guerrero 

Capítulo IX Del Apoyo Jurídico y la Protección a los 
Periodistas. De ser necesario se nombrará a un 
fiscal especial para investigar delitos con motivo de 
la actividad periodística; será posible entablar 
convenios con diferentes dependencias para 
promover medidas cautelares cuando la seguridad e 
integridad física, moral y psicológica del periodista y 
su familia estén en peligro. 

Ley de Protección a 
Personas Defensoras 
de Derechos Humanos 
y Salvaguarda de los 
Derechos para el 
Ejercicio del 
Periodismo (Hidalgo, 
vigente desde 2012, 
reformada en 2016) 

Reconoce como derechos inherentes al ejercicio 
periodístico el secreto profesional y la cláusula de 
conciencia, acceso a las fuentes de información; 
respaldado estatal para la formación profesional 
continua; reconocimiento institucional como 
periodista; protección de las empresas en misiones o 
tareas de alto riesgo profesional; y protección pública 
ente agresiones de terceros. Se crea la Comisión 
Estatal de Protección. Establece las funciones del 
Defensor de la Audiencia 

Ley de Protección al 
Ejercicio del 
Periodismo para el 
Estado de San Luis 
Potosí (2013) 

Contempla la creación del Comité Estatal de 
Protección al Periodismo; reconoce el secreto 
profesional; garantiza el acceso a todos los actos de 
interés público; busca la profesionalización mediante 
convenios de colaboración entre instituciones de 
educación, púbicas y privadas, en todos los niveles; 
establece que los hijos de periodistas accedan a 
becas, así como otorgar facilidades para que 
accedan a centros educativos. 
Crea el Reglamento del Comité Estatal de 
Protección al periodismo. 

Ley de la Comisión 
Estatal de Atención y 
Protección a 
Periodistas en Veracruz 
(2012) 

Contiene los detalles del funcionamiento de dicha 
Comisión que busca otorgar las medidas de atención 
o protección para prevenir la consumación de 
amenazas o agresiones contra periodistas. 

Ley para la Protección 
de Personas 

Se crea el Sistema Quintanarroense para la 
Protección de Personas Defensoras de Derechos 
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Defensoras de 
Derechos Humanos y 
Periodistas del Estado 
de Quintana Roo 

Humanos y Periodistas. 
Regula el secreto profesional y la cláusula de 
conciencia; garantiza el acceso a la información de 
relevancia pública, así como a los eventos 
catalogados como de interés público. 
Brinda medidas de apoyo a periodistas y defensores 
que se refugien en la entidad. Para cumplir con sus 
propósitos se crea un fondo que funcionará con 
recursos de carácter público y privado que pueden 
venir de las aportaciones de periodistas o empresas 
mediáticas, etc. 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación invalidó 
el artículo sexto de esta legislación por incluir en su 
redacción que las medidas de protección debían ser 
destinadas a las personas bajo un “alto” riesgo de 
sufrir alguna agresión; se consideró que tales 
medidas deben ser otorgadas a quienes estén en 
riesgo sin importar el nivel. 

 

Las disposiciones reguladas en estas legislaciones pasan por la creación de 

comisiones, comités, mecanismos y/o sistemas encaminados a analizar las 

medidas de prevención y protección, se establece la creación reglamentos, así 

como de un fondo económico que funciona con recursos públicos y queda abierto 

a las donaciones privadas. En algunos casos se reconocen el secreto profesional, 

la cláusula de conciencia, el derecho de autor, al igual que el derecho al acceso a 

la información y eventos de carácter público y en al menos una disposición legal 

se reconoce la figura del defensor de audiencia. En algunas disposiciones, los 

beneficios de protección se extienden a familiares y se brindan medidas de 

carácter social encaminadas a apoyar al periodista que decidan radicar en otra 

entidad como medida de protección. 

Es de llamar la atención sobre la Ley de Periodismo de Alto Riesgo del Estado de 

Sinaloa (2014) que, a días de ser publicada, fue derogada porque se pretendía 

instrumentar la obligatoriedad de que periodistas y medios de comunicación se 

registraran en una unidad gubernamental como condición para acceder a los 

beneficios de dicha legislación y que se llevara una bitácora con la información de 

investigaciones periodísticas. 
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A pesar de estos avances, las acciones de las autoridades, en todos los niveles de 

gobierno, no están exentas de críticas pues aún se siguen enfrentando 

deficiencias, insuficiencias y obstáculos para acceder a las medidas de protección 

y prevención por parte de los periodistas afectados. 

La capacitación de las autoridades encargadas de la investigación de los delitos 

contra periodistas es uno de los grandes pendientes en la materia.  
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CAPÍTULO II. GUERRA DE CIFRAS: 
QUIÉNES CUENTAN 

Es el temor a represarías lo que silencia a muchos y muchas periodistas. 

Reporteros Sin Fronteras tiene una lista de los 35 principales depredadores de la 

prensa, 29 son miembros de gobiernos formalmente establecidos, cinco son 

grupos extremistas islámicos en zonas inestables de medio oriente y África, por 

último hay un grupo del crimen organizado de México, Los Zetas, cuya técnica de 

ataque es definida como “criminalidad bárbara”. Este grupo lleva en su cuenta a 

docenas de periodistas asesinados o desaparecidos, teniendo como discurso la 

intimidación.4 

Pero el dominio de los cárteles va más allá del noreste y son muchos y variados 

los grupos criminales a lo largo del territorio nacional. En lugares como Iguala, 

Guerrero, ya muchos reporteros han optado por no firmar sus notas, ni siquiera las 

de sociales “no vaya a ser que en una foto aparezca un narco que no quería ser 

retratado”, las noticias sobre la violencia son tema tabú. La autocensura se ha 

vuelto un común denominador en las localidades donde los cárteles tienen mayor 

presencia, por ejemplo, en Tamaulipas casi todos los medios se limitan a 

reproducir boletines oficiales cuando se trata de nota roja. 

El periodista y escritor Javier Valdez, en su libro Narcoperiodismo, documenta 

cómo la violencia contra medios y periodistas ha logrado una gran autocensura, 

entre otros ejemplos pone a Tamaulipas donde a pesar de haber mucha violencia, 

“esa sangre, esa agua salada, las cavidades acuosas, la muerte, el grito de un 

dolor podrido, no sale en los periódicos”.  

Chihuahua y Tamaulipas son entidades donde, si bien parece haber disminuido el 

peor de los crímenes contra periodistas, el homicidio, también ha disminuido la 

cobertura hacia la violencia, no olvidemos que uniendo las estadísticas del siglo 

 
4 Reporteros Sin Fronteras. “El cártel de Los Zetas. Organización criminal mexicana”, disponible en 
http://www.rsf-es.org/products/el-cartel-de-los-zetas-organizacion-criminal-mexicana/ 
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XXI, junto con Veracruz y Guerrero, son los estados donde más comunicadores 

han muerto violentamente. 

Combatiendo la impunidad con estadísticas 

A nivel federal se han creado organismos que, en teoría, tutelan la Libertad de 

Expresión y el Derecho a la Información cuyas estadísticas se muestran a 

continuación. 

En la Recomendación General No. 24, “Sobre el ejercicio de la libertad de 

expresión en México”, a manera de reporte, la CNDH publicó las siguientes 

estadísticas5: 

• Del 1° de enero de 2000 al 31 de diciembre de 2015 se han integrado en el 

Programa de Agravios a Periodistas y Defensores Civiles de Derechos Humanos 

un total de 1049 expedientes de queja relacionados con presuntas violaciones a 

derechos humanos cometidas en su agravio, y en los que las agresiones por parte 

de autoridades y la ineficacia en el desarrollo de las investigaciones ministeriales 

resultan ser una constante. 

• El registro de agresiones, que ha sufrido el sector periodístico, ha tenido un 

incremento constante en los últimos quince años. 

 
5 CNDH. Recomendación General No. 24, Sobre el ejercicio de la libertad de expresión en México, 
disponible en dof.gob.mx/nota_to_doc.php?codnota=5429312 
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De 2001 a 2005 hubo un promedio de 41.6 por año; De 2006 a 2010 se 78 quejas 

anuales fue el promedio, con un aumento del 87.5% respecto al lustro anterior; de 

2011 a 2015 se presentó un incremento del 12.5%, con un promedio de 87.8 

quejas por año. 

• La CNDH registró, de 2005 a 2015, la desaparición de 20 periodistas. 

• De 2006 a 2015 registró 48 atentados en contra de medios de comunicación, en 

25 de las 32 entidades federativas. 

• En cuanto a los homicidios en contra de periodistas, del primero de enero de 

2000 al 31 de enero de 2016, documentó 109 casos. 

Medidas cautelares emitidas por la CNDH en 
favor de periodistas y medios de 

comunicación 
Año Cantidad de medidas 
2010 9 
2011 6 
2012 2 
2013 3 
2014 11 
2015 16 

208

390

439

2001 a 2005 2006 a 2010 2011 a 2015

Quejas presentadas ante la CNDH
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Fuente: CNDH. 

No obstante, de acuerdo a una encuesta del Centro de Estudios de la Opinión 

Pública de la Cámara de Diputados6 (octubre de 2016) 80.3% de los encuestados 

considera que la CNDH defiende poco o nada a los periodistas. 

La Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos contra la Libertad de 

Expresión (FEADLE), órgano de la Procuraduría General de la Republica creado 

en mayo de 2010, es “la autoridad encargada de dirigir, coordinar y supervisar las 

investigaciones y, en su caso perseguir los delitos cometidos en contra de quienes 

ejercen la actividad periodística o se cometan en razón del ejercicio de derecho a 

la información o de libertad de prensa y expresión”. La CNDH ha puesto en duda 

la efectividad de este órgano en más de una ocasión7:  

Esta Comisión Nacional reitera que la falta de una adecuada 
procuración de justicia que permita identificar a los 
responsables e imponerles la sanción que corresponda de 
conformidad con las leyes, genera un clima de impunidad 
creciente. En consecuencia, la impunidad se convierte en 
otra de las causas que propicia el clima de agresión en 
contra de los periodistas, ya que se traduce en una patente 
para que se hostigue a los comunicadores, buscando 
silenciar la libertad de expresión. 

La CNDH analizó el estado que guardan 176 averiguaciones previas iniciadas 

para la investigación de agravios a periodistas y medios (2000-2015), por lo que 

desglosa:  

• 106 indagatorias se encuentran en trámite, 45 de éstas se encuentran en 

integración desde hace 5 años o más, alcanzando hasta 15 años en uno de los 

casos. 

• En la mayoría de los casos se observa que si bien las autoridades ministeriales 

realizan diversas diligencias, éstas no resultan del todo idóneas para el 

 
6 Centro de Estudios de la Opinión Pública de la Cámara de Diputados. “Encuesta telefónica nacional: 
Derechos Humanos en México”, disponible en http://www5.diputados.gob.mx/index.php/camara/Centros-de-
Estudio/CESOP/Opinion-Publica/Encuestas/Encuesta-telefonica-nacional-Derechos-Humanos-en-Mexico 
7 CNDH. Recomendación General No. 24, Sobre el ejercicio de la libertad de expresión en México, 
disponible en dof.gob.mx/nota_to_doc.php?codnota=5429312 
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esclarecimiento de los hechos y la identificación de los probables responsables de 

los mismos, ni el motivo y las causas que ocasionaron la agresión. 

• En 5 casos, la autoridad ministerial resolvió el no ejercicio de la acción penal por 

lo que ordenó el archivo definitivo de las indagatorias, y en otros 3 se sobreseyó la 

causa penal. 

• En 42 casos las autoridades ministeriales reportaron haber consignado las 

averiguaciones previas correspondientes, siendo que en 22 de éstas no se ha 

dictado sentencia condenatoria al no verse reunido los presupuestos procesales 

para que las autoridades jurisdiccionales emitan una resolución judicial, por lo que 

aún se encuentra en trámite el proceso penal, o bien, se trata de casos en que las 

órdenes de aprehensión no han sido ejecutadas por la autoridad competente.  

• El juez de la causa dictó sentencia condenatoria en sólo 17 casos (10%), lo que 

implica 90% de impunidad. 

Estado de las averiguaciones previas analizadas 
por la CNDH 

Homicidios de periodistas  En 37 casos las autoridades 
ministeriales consignaron las 
averiguaciones previas respectivas 
ordenando el archivo definitivo de 2 de 
los casos. En 17 procesos penales el 
juez de la causa dictó sentencia, 
siendo que en 3 se sobreseyó la causa 
penal, quedando aún sin sentencia 17 
de éstos, lo que sumado a los 70 
casos sin consignar implica un 82% 
como índice de impunidad en el caso 
de homicidios. 

Presuntas desapariciones de 
periodistas 

De 20 casos registrados por la CNDH 
en sólo uno las autoridades 
ministeriales consignaron la 
averiguación previa respectiva y no se 
ha dictado sentencia, lo que arroja un 
100% de índice de impunidad. 

Atentados contra instalaciones de 
medios de comunicación 

Se registraron 48 casos, de los cuales, 
las autoridades ministeriales 
reportaron que consignaron 4 
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averiguaciones previas en cuyos 
procesos no se ha dictado sentencia, 
ordenando el archivo definitivo de 3 de 
los casos. Un 100% de índice de 
impunidad. 

 

Fuente: FEADLE. 

Tomando estadísticas de la FEADLE respecto a las 762 averiguaciones previas 

que registra la dependencia (del 5 de julio de 2010 al 5 de julio de 2013), la CNDH 

acota: 

• En 93 casos las indagatorias fueron consignadas, sin especificar ante qué 

Tribunal.  

• 397 se remitieron por incompetencia a otras autoridades. 

• 6 fueron acumuladas a otras ya existentes.  

• En 53 se determinó el no ejercicio de la acción penal y en 6 la reserva de la 

averiguación previa. 

• La autoridad ministerial dictó en 278 averiguaciones previas medidas cautelares 

de protección y auxilio a favor de víctimas y sus familias; contando al 31 de 

octubre de 2015 con 218 indagatorias en trámite. 

41

132
124

180
168

117

2010 2011 2012 2013 2014 2015

Averiguaciones previas iniciadas en FEADLE, 
del 5 de julio de 2010 al 31 de octubre de 2015
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• El 28% de investigaciones permanecen sin determinación.  

• En el 12% se ejerció acción penal. 

Tras el análisis de la recomendación de la CNDH, sólo podemos determinar que la 

impunidad es uno de los factores que estimulan la escalada de violencia hacia 

periodistas.  

Las cifras de impunidad frente a las agresiones contra la libertad de expresión son 

similares al resto de los delitos en el país. Según el Índice de Impunidad de 

México (IGI-MEX) solamente se denuncian 7 de cada 100 delitos cometidos; sólo 

el 27.5% de los homicidios registrados se transforma en averiguaciones previas 

iniciadas ante ministerios públicos o fiscalías locales; incluso habla de “una 

impunidad cercana al 95% de los delitos que fueron acreditados por la autoridad 

como consumados.” 

Siendo no tan distinto el nivel de impunidad ante delitos acreditados, los cometidos 

contra la libertad de expresión, debemos suponer que también hay un subregistro 

ya que la confianza en las autoridades no es más alta entre periodistas que entre 

el resto de la población, es decir, no todos denuncian, ni todas sus denuncias son 

acreditadas como agresiones a la Libertad de Expresión,  por lo que podría ser 

superior al 90% de lo que reconoce la CNDH. 

Las cuentas alegres de la FEADLE 

Entrando a las estadísticas de la FEADLE, en su informe aparecen los siguientes 

datos: 

En cuanto homicidio maneja que, de enero de 2015 a septiembre de 2016, sólo se 

registraron dos, uno por año, cifra que contrasta con recuentos de distintas 

instancias no gubernamentales. 
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Estadísticas de homicidios de periodistas según 
instituciones 

Organismo 2015 2016, hasta 
septiembre 

Federación Latinoamericana de 
Periodistas (FELAP) 14 *10 

Artículo 19 7 10 
Reporteros Sin Fronteras 8 12 

SIP 4 11 
FEADLE 1 1 
CNDH 2 2 

*A julio de 2016. 

Periodistas asesinados 2016, recuento de distintos 
organismo 

ENTIDAD PERIODISTA SIP RSF FELAP** ART 
19 FISCALIA 

Oaxaca Agustín Pavía Pavía  X  X  

Puebla Aurelio Campos X X  X  

Oaxaca Salvador Olmos 
García X X X X  

Oaxaca Elidio Ramos Zárate X X X X  

Oaxaca Reinel Martínez 
Cerqueda X X X X  

Oaxaca Marcos Hernández 
Bautista X X X X  

Veracruz Pedro Tamayo 
Rosas X X  X  

Veracruz Manuel Torres 
González X X X X  

Veracruz Anabel Flores 
Salazar X X X X  

Tamaulipas Zamira Esther 
Bautista X X X   

Guerrero Francisco Pacheco 
Beltrán X X X X X 

Tabasco Moisés Dagdug 
Lutzow X X X X  

Texas* Jacinto Hernández 
Torres 

  X   

* Este caso se registra en Texas, pues el comunicador se encontraba investigando 
temas de migración. **El corte de registro es a julio de 2016. 
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La divergencia en las cifras obedece regularmente a diferencias metodológicas 

que incluyen a quien se le considera o no periodista y si el homicidio tiene indicios 

de tener relación con su actividad periodística. De hecho el mayor subregistro 

federal se da tras la llegada de Ricardo Nájera Herrera como Fiscal Especial para 

la Atención de Delitos Cometidos contra la Libertad de Expresión (agosto de 

2015), lo cual podría deberse a diferencias de criterios que explican porque se 

muestra una reducción drástica en los homicidios contra periodistas atendidos por 

la Fiscalía, precisamente en dos años en que organismos no gubernamentales 

ven un aumento. 

Una crítica constante de los organismos defensores de derechos humanos es que 

las autoridades, de los distintos órdenes de gobierno, suelen determinar 

demasiado pronto que algunos homicidios no tienen que ver con la labor 

periodística. 

Incluso la Corte Interamericana de los Derechos Humanos, en su Comunicado de 

prensa R32/16, manifestó su preocupación por los altos índices de impunidad y 

que la Fiscalía no asuma la titularidad de las investigaciones: 

La Comisión expresó además su preocupación por los altos 
índices de impunidad en estos crímenes. Frente a un 
panorama de centenares de agresiones contra periodistas y 
trabajadores de medios de comunicación ocurridas en 
México en los últimos años, la Fiscalía Especial para la 
Atención de Delitos cometidos contra la Libertad de 
Expresión (Feadle) inició 458 averiguaciones previas de los 
casos que pueden estar vinculados al ejercicio del 
periodismo entre el 1 de diciembre de 2012 y el 31 de agosto 
de 2015. De ese total se declaró incompetente en 176 y en 
53 se inició proceso contra un presunto responsable ante 
autoridades judiciales.[…] La Comisión ve con preocupación 
que sea la propia entidad investigativa quien, haciendo uso 
de diferentes argumentos, se interponga obstáculos a sí 
misma para asumir la titularidad de la investigación, lo que 
puede terminar afectando su eficacia. 



28 
  

Fuente: FEADLE 

Las cifras alegres continúan 

Por su parte el cuarto informe de Gobierno del Presidente Enrique Peña Nieto, que 

presenta información del último año, arroja las siguientes estadísticas: 

Procuración de justicia contra delitos cometidos a periodistas: 

− Se iniciaron 54 averiguaciones previas, en 9 casos se ejercitó acción penal en 

contra de 12 personas (3 mujeres y 9 hombres), por su probable responsabilidad 

en la comisión de los siguientes delitos: 3 por abuso de autoridad, 2 por lesiones, 

3 por secuestro y 4 por robo. 

– Se autorizó el no ejercicio de la acción penal en 32 indagatorias, 1 expediente 

fue acumulado, en dos investigaciones se aprobó la reserva y en 27 se 

determinaron por incompetencia, lo que dio un total de 76 asuntos concluidos. 

− Se ejerció la facultad de atracción en 7 indagatorias iniciadas por las autoridades 

del fuero común, por los siguientes delitos: 1 por abuso de autoridad, 3 por 

amenazas, 1 por daño en propiedad ajena, 1 por robo y 1 más por homicidio. 
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− Se atendieron a 152 actas circunstanciadas, de las cuales 97 fueron concluidas, 

68 mediante acuerdo de archivo y 28 fueron elevadas al rango de averiguación 

previa y una se eleva a carpeta de investigación; encontrándose en proceso de 

integración 55 expedientes, al 31 de julio de 2016. 

− Se iniciaron 45 carpetas de investigación en el Sistema de Justicia Penal 

Acusatorio. 

− A solicitud del agente Ministerio Público de la Federación, el Sistema de Alerta 

Temprana de la FEADLE dio seguimiento a 34 solicitudes, de las que 16 se 

canalizaron a la Coordinación Ejecutiva Nacional del Mecanismo para la 

Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas y 18 a 

diversas instancias gubernamentales. 

No obstante, el Índice Global de Impunidad 2016 del Comité para la Protección de 

los Periodistas (CPJ por sus siglas en inglés) coloca a México en el sexto lugar 

con 21 periodistas “asesinados con absoluta impunidad” en el pasado decenio, 

responsabilizando de los homicidios a “grupos criminales como los 

narcotraficantes”. 

“Aunque México adoptó una ley en 2013 que les otorgaba mayor jurisdicción a las 

autoridades federales para enjuiciar delitos contra la libertad de expresión, nadie 

ha sido procesado en la justicia y por lo menos ocho periodistas han sido 

asesinados por su labor informativa desde entonces”, diagnostica CPJ y 

ejemplifica el caso del fotógrafo Rubén Espinosa donde hay tres personas 

arrestadas, pero advierte “los periodistas han cuestionado seriamente varios 

aspectos de la investigación”. 

Quiénes y cómo nos protegen 

Entre las medidas tomadas por gobierno y sociedad civil frente a la oleada de 

agresiones contra comunicadores y defensores de derechos humanos el entonces 

presidente Felipe Calderón firmó, 7 de julio de 2011, un decreto para el desarrollo 
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y la implementación de un Mecanismo de Protección de Personas Defensoras de 

Derechos Humanos y Periodistas a cargo de la Secretaria de Gobernación. 

Su objetivo es “implementar y operar las medidas de prevención, medidas de 

protección y medidas urgentes de protección que garanticen la vida, integridad, 

libertad y seguridad de las personas que se encuentren en situación de riesgo”. 

Cuando este mecanismo recibe una solicitud, analiza el caso y si es urgente el 

procedimiento será extraordinario, es decir, que en teoría no deberá demorar más 

de 9 horas en su implementación. 

De acuerdo al informe oficial de la dependencia, de octubre de 2012 a septiembre 

de 2016, se han recibido 252 solicitudes de incorporación al mecanismo de las 

cuales 44 fueron rechazadas, actualmente hay 180 periodistas beneficiados de los 

cuales 39 están en la Ciudad de México. La mayoría de los probables agresores 

identificados son servidores públicos 

Fuente: Mecanismo de Protección 
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Medidas de protección extraordinarias a periodistas. Fuente: Mecanismo de Protección 

 

Como se puede apreciar en el cuadro anterior, la principal medida de protección 

es proporcionar herramientas para una comunicación rápida con las autoridades, 

ya que las medidas de protección más recurrentes son la entrega de directorios 

(49), es decir teléfonos de auxilio (por ejemplo de un comandante policiaco) y 

botón de pánico (43), patrullajes (28) y escoltas (12). 

Como protección a los periodistas, de septiembre de 2015 a julio de 2016, el 

gobierno federal realizó las siguientes acciones: 

– Se atendieron en su totalidad las 104 solicitudes de medidas de protección, de 

las cuales 46 corresponden a personas defensoras de derechos humanos y 58 a 

periodistas. 

– 79 solicitudes se tramitaron mediante procedimiento ordinario, diez por 

extraordinario y en 15 casos no se incorporaron al mecanismo por no cumplir con 

los requisitos legales. Esto representa 86% de respuesta favorable en las 

solicitudes de incorporación recibidas. 

– Se presentaron 272 estudios de evaluación de riesgo; se acordó el otorgamiento 

de 268 medidas de protección en materia de infraestructura y 478 medidas 
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implementadas en coordinación con autoridades estatales y municipales, en favor 

de los periodistas y personas defensoras de derechos humanos incorporadas al 

Mecanismo de Protección. 

– Derivado de la solicitud de un grupo de periodistas del estado de Veracruz, el 30 

de octubre de 2015, se aprobó el “Diagnóstico sobre la Situación de las y los 

Periodistas en el estado de Veracruz” y se emitió por primera vez el Sistema de 

Alerta Temprana y el Plan de Contingencia. El 3 de noviembre de 2015, se firmó 

con autoridades de dicho estado el Convenio de Colaboración para el impulso del 

Programa de Políticas Públicas en favor de las y los Periodistas de Veracruz con 

el Poder Ejecutivo de Veracruz.  

Cabe mencionar que a pesar de la firma del acuerdo en Veracruz, ésta es una de 

las entidades más peligrosa para ejercer el periodismo. Javier Duarte, entonces 

gobernador de la entidad, declaró en ese momento que la entidad era pionera en 

implementar este mecanismo de protección a periodistas, 20 días después se 

denunció que autoridades estatales agredieron a nueve periodistas que cubrían 

las protestas de maestros en dos ciudades del Estado.8 

Respondiendo a varias organizaciones de la sociedad civil, el Mecanismo de 

Protección notificó al gobierno de Chihuahua, el 11 de agosto de 2016, la 

adopción de una alerta temprana para prevenir agresiones tanto a personas 

defensoras de derechos humanos como a periodistas. Esto implica un plan de 

contingencia, adoptado por la Junta de Gobierno del Mecanismo, que tome en 

cuenta la situación de la región. 

En octubre de 2016, Luis Raúl González Pérez, presidente de la CNDH (miembro 

del mecanismo), advirtió que a cuatro años de la creación es oportuno evaluar al 

mecanismo ya que los procesos jurídico son lentos y limitados, no cuenta con 

fondos suficientes para brindar una protección efectiva, el gobierno sigue 

careciendo de interlocutores con conocimientos sobre protección y prevención de 

 
8 Véase “El mecanismo para ‘proteger’ a periodistas le duró apenas 20 días a Javier Duarte: Artículo 19”, 
disponible en http://www.sinembargo.mx/23-11-2015/1560681 
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agresiones, además un alto porcentaje de la población beneficiada desconoce la 

existencia del mecanismo de protección.  

El titular de CNDH también destacó que los convenios de colaboración no 

vinculantes con el Mecanismo disminuyen las responsabilidades de los gobiernos 

locales.9 

En contraparte Roberto Campa Cifrián, subsecretario de Derechos Humanos de la 

Secretaría de Gobernación, mencionó que actualmente el mecanismo federal 

incluye a aproximadamente 501 personas, entre defensores de derechos humanos 

y periodistas. Declaró: “En los últimos dos años no ha habido un incidente grave 

contra las personas protegidas, aunque ha habido incidentes muy graves en 

algunos casos […], lo que obliga a redoblar los esfuerzos”.10 Como contexto 

Roberto Campa Cifrián, en julio de 2016, afirmó que se le ofreció la protección del 

mecanismo a Pedro Tamayo Rosas, periodista asesinado en Veracruz, misma que 

fue rechazada.11 

Por su parte, la capital de la República cuenta con el Mecanismo de Protección 

Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito 

Federal, que desde 2012 ha atendido 97 casos (corte al 28 de julio de 2016), 30% 

corresponden a defensores y periodistas residentes en la Ciudad de México y 70% 

llegaron huyendo de ataques o amenazas en otras entidades federativas. 

Confirmando a la Ciudad de México como punto de refugio o al menos eso se 

creía hasta el homicidio del fotoperiodista Rubén Espinosa registrado en 2015. 

Si bien los mecanismos de protección a periodistas son una medida necesaria 

ante el impactante fenómeno, las cifras aún resultan modestas frente al tamaño 

del problema y su creación aún no impacta positivamente en la estadística 

nacional. Si bien los asesinatos más emblemáticos sucedieron a comunicadores 

 
9 Espino Bucio, Manuel. “Exhorta CNDH a evaluar mecanismo de protección a periodistas”, disponible en 
http://www.cronica.com.mx/notas/2016/992580.html 
10 Véase “Sin resultados, el mecanismo de protección para periodistas: CNDH”, disponible en 
http://regeneracion.mx/sin-resultados-el-mecanismo-de-proteccion-para-periodistas-cndh/ 
11 Véase “El periodista Pedro Tamayo fue alertado: Campa Cifrián”, disponible en 
http://www.vanguardia.com.mx/articulo/el-periodista-pedro-tamayo-fue-alertado-campa-cifrian 
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fuera de los mecanismos, habría que preguntarse porque no solicitaron o bien 

rechazaron la ayuda sabiéndose amenazados. 

Líos de amor y pleitos de cantina 

Al interior del gremio periodístico, hace años, se solía decir que los crímenes 
contra periodistas se trataban de puros líos de faldas o pleitos de cantina, es decir, 
que de ninguna manera estaban relacionados con la actividad periodística. Con la 
escalada de la violencia en el país se suele comentar que las víctimas resultaron 
agraviadas, pues en “algo andaban”, o sea que estaban involucradas en 
actividades ilícitas. 

Muchas veces, se busca denostar la imagen pública de un periodista y en el caso 
de Rubén Espinosa Becerril, fotoperiodista asesinado en 2015, no hubo 
excepción. 

Las investigaciones del crimen se concentraron en la nacionalidad, sexo, oficio y 
costumbres de las víctimas, pareciera que se trataba de borrar las amenazas que 
Rubén había recibido en Veracruz, lugar donde radicaba y del cual salió por temor. 

Una de las primeras versiones de la investigación refiere que el narcotráfico está 
inmiscuido, pues uno de los detenidos declaró ir a recoger un envío de cocaína al 
lugar de los hechos; información que se filtró a los medios de comunicación 
señalaba que en departamento donde se suscitó el crimen se realizaban fiestas 
que concluían a altas horas de la noche. En suma se dispuso de un elaborado 
proceso, con filtraciones a algunos medios de comunicación, para orientar las 
pesquisas hacia un “ajuste de cuentas”. 

Familiares de las víctimas y organizaciones sociales han insistido en que se 
investigue las amenazas que recibió el fotoperiodista; que no son para desechar 
tan a la ligera, luego de que al cubrir la represión violenta de una manifestación 
estudiantil un hombre lo sujeto por el cuello y sentenció: “Deja de tomar fotos si no 
quieres terminar como Regina”, quien fue asesinada en 2012. 

Las investigaciones del asesinato de Regina Martínez, entonces corresponsal del 
semanario Proceso en Veracruz, se centraron en su vida personal y familiar; 
incluso se filtró a los medios de comunicación que en el cuerpo de la reportera se 
encontraron señales de una mordida en el cuello por lo que a todas luces se 
trataba de un crimen de carácter pasional, culpando a un “supuesto novio” de la 
periodista como autor material del asesinato. 

Ante estos lamentables hechos hay elementos que resaltar: 

1) La filtración de información a diferentes medios, con el fin de lograr crear una 
línea de opinión clara: Los crímenes se cometieron por motivos diferentes a su 
actividad periodística. 
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2) Las autoridades se apresuran, ante la exigencia de justicia, a esclarecer el 
crimen y presentan a inculpados que después se desdicen de sus declaraciones 
iniciales y señalan que fueron torturados para inculparse por los crímenes. 

3) Las conversaciones sobre que los crímenes se cometieron por pleitos de 
cantina o líos de amor, que antes se quedaban al interior de ciertos círculos 
periodísticos, actualmente se magnifican por diferentes medios de comunicación 
mostrando la falta de solidaridad al interior del gremio. 

*Junto con el cuerpo del fotoperiodista fueron encontrados los cadáveres de Nadia Dominique Vera 
Pérez, activista; Yesenia Atziri Quiroz Alfaro, maquillista; Mile Virginia Martín, de nacionalidad 
colombiana, y Olivia Alejandra Negrete Avilés, empleada doméstica, en un departamento en la 
colonia Narvarte de la Ciudad de México. 
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CAPITULO III. LAS PERIODISTAS 
En la mayoría de las profesiones del mundo los problemas de género están 

presentes, desafortunadamente el periodismo mexicano, no es la excepción; a 

pesar de que la integración de la mujer ha sido importante, temas como la 

discriminación y el acoso se mantiene presentes como otra forma de violencia. 

Se ha documentado poca sensibilidad de las autoridades ante denuncias de temas 

como el acoso u hostigamiento sexual, por citar un ejemplo. Las campañas de 

difamación y hostigamiento en medios digitales las sufren ambos sexos, pero 

cuando se trata de mujeres periodistas los insultos de índole sexual se disparan. 

En la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 

contra la Mujer de las Naciones Unidas, agosto de 2012, se advertía a México: 

“Son preocupantes las denuncias de que la mayoría de los casos de violencia 

contra periodistas y defensoras de derechos humanos habrían sido perpetrados 

por agentes del Estado, y de que no se hayan emprendido medidas para prevenir, 

investigar, acusar y enjuiciar a los culpables”.12 

Violencia de género 

Entre 2007 y 2012 la UNESCO condenó el asesinato de 23 mujeres periodistas 

alrededor del mundo, esto es el 5% de todos los asesinatos condenados por este 

organismo: “Mientras que se registró un fuerte aumento de la cantidad de 

asesinatos de periodistas hombres (de 56 en 2007, a 116 en 2012), en el caso de 

las mujeres los niveles permanecieron relativamente constantes, entre uno y siete 

asesinatos por año para este período”.13  

En cuanto a la situación en México, la organización Artículo 19, entre los años 

2009 a 2015, documentó 356 casos de agresiones contra mujeres comunicadoras 

 
12 Naciones Unidas. Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 
disponible en http://132.247.1.49/mujeres3/CEDAW2/images/pdf/CEDAW_Observcsfinales_DEF.pdf 
13 UNESCO, Tendencias mundiales en libertad de expresión y desarrollo de los medios, disponible en 
unesdoc.unesco.org/images/0022/002297/229704S.pdf 
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debido su trabajo. Sus estadísticas incluyen a siete comunicadoras asesinadas y 

tres que permanecen desaparecidas. 

Periodistas mujeres asesinadas 
Nombre Entidad Medio Fecha 

Anabel Flores Veracruz Sol de Orizaba 8 de febrero de 
2016 

Regina Martínez Veracruz Proceso 28 de abril de 
2012 

Elizabeth Macías 
Castro Tamaulipas Primera hora 24 de septiembre 

de 2011 
Yolanda Ordaz 

de la Cruz Veracruz Notiver 27 de julio de 
2011 

Teresa Bautista 
Merino Oaxaca Radio Copala 7 de abril de 2008 

Felicitas 
Martínez 
Sánchez 

Oaxaca Radio Copala 7 de abril de 2008 

Dolores García 
Escamilla Tamaulipas Stéreo 91 16 de abril de 

2005 
 

Periodistas mujeres desaparecidas 
Nombre Entidad Medio Fecha 

María del 
Rosario Fuentes Tamaulipas Valor x 

Tamaulipas 
15 de octubre de 

2014 
Adela Alcaraz 

López San Luis Potosí Canal 12 de Río 
Verde 

26 de octubre de 
2012 

María Esther 
Aguilar Michoacán Cambio de 

Michoacán 
11 de noviembre 

de 2012 
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Fuente: Artículo 19. 

La Sociedad Interamericana de Prensa, hizo una advertencia ante el incremento 

de los agravios registrados: “Igualmente hay un alarmante aumento de actos de 

violencia contra las periodistas mujeres (84 casos) que van desde el hostigamiento 

y acoso sexual hasta el desprestigio en redes sociales”.14 En el mismo sentido 

Artículo 19 reportó, en 2012, 32 comunicadoras agredidas; en 2015 ya eran 84, es 

decir, se aprecia un incremento de 262%, mientras que con los varones el 

incremento se dio en un 165%15.  

La agencia de información CIMAC, en el informe El poder del cacicazgo: Violencia 

contra Mujeres Periodistas 2014-2015, registra un incremento del 70% respecto a 

su informe anterior (2012-2013). 

Da cuenta de 147 casos de violencia cometida contra mujeres periodistas (2014-

2015) en 24 entidades federativas de México.  

 
14 Véase “Aumenta violencia contra mujeres periodistas en México: SIP”, disponible en 
http://revistazocalo.com.mx/45-zocalo/9784-aumenta-violencia-contra-mujeres-periodistas-en-mexico-
sip.html 
15 Artículo 19, Informe M.I.E.D.O (Medios, Impunidad, Estado, Democracia, Opacidad), 2016, disponible en 
http://articulo19.org/m-i-e-d-o-informe-2015-sobre-violencia-contra-la-prensa/ 

28%

32%

20%

7%

5%
8%

Agresiones contra mujeres 2015
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Intimidación Intrusión no autorizada Privación de la libertad
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El 70% de las agredidas cubría temas políticos y en el 54% de los casos los 

principales agresores de las periodistas fueron servidores públicos.  

La forma de violencia con mayor incidencia resultó ser la psicológica con 87.7% de 

los casos, seguida de la física con 40%, patrimonial 21%, económica 9.5% y 2% 

sexual. 

Esto se da en un contexto global poco alentador, el Proyecto de Monitoreo Global 

de Medios16 (GMMP por sus siglas en inglés) presenta una radiografía del papel 

que las mujeres desempeñan en el vertiginoso mundo de las noticias y de los 

medios de comunicación. En el informe ¿Quién figura en las noticias?, las mujeres 

aparecen más en calidad de personas entrevistadas a partir de su experiencia 

personal; tienen dos veces más probabilidad de aparecer como víctimas que los 

hombres; en el 27% de los casos ocupan puestos de alta dirección de las 

empresas mediáticas y son el 35% de las fuerzas de trabajo en las redacciones; 

4% de los noticiarios de radio y 57% de los noticiarios de televisión son 

 
16 Se trata de una investigación mundial que aborda el tema de género en los medios de comunicación. El 
primer ejercicio de esta naturaleza se realizó en 1995, con la participación de 71 países, para 2015 se 
registraron espacios noticiosos de radio, televisión, prensa e internet de 114 países. 

Reporteras
87%

Fotorreporteras
4%

Columnistas/ 
articulistas

4%

Directoras
4% Blogueras

1%

Cargo de las periodistas agraviadas

Fuente: CIMAC
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presentados por mujeres; respecto a la temática de las notas informativas 

cubiertas por mujeres tenemos que el 31% de éstas versan sobre política y con un 

33% aparecen las notas sobre crimen y violencia. 

De manera particular, en el caso de México, el reporte señala que 24 de cada 100 

noticias son presentadas por mujeres, el tema de los derechos humanos era un 

área cubierta por mujeres, pero en cuanto éste cobró mayor relevancia en el 

contexto nacional empezó a tener una mayor cobertura masculina, dice el informe 

de 2015; los temas de ciencia y salud son cubiertos en un 67% por mujeres; el 

24% de las notas presentadas tenían como fuente de información a una mujer, 

siendo la radio el medio de comunicación con mayor presencia femenina. Se 

concluye que en un alto porcentaje de las noticias analizadas se refuerzan 

estereotipos de género. 

La violencia se extiende a la red 

Es necesario destacar que se están presentando nuevas tendencias en el tema de 

los agravios contra comunicadoras que van de la mano con las nuevas 

tecnologías, si bien es cierto que Internet se ha convertido una herramienta básica 

para el ejercicio del periodismo, a su alrededor han aparecido fenómenos de 

acoso en línea, trolleo, acecho cibernético, etcétera. Hasta el momento se ha 

quedado en el nivel de lo “anecdótico”, sin que se haya presentado un ejercicio 

sistemático de análisis o monitoreo. 

Las redes sociales son también utilizadas para acosar, calumniar y denostar a las 

comunicadoras. De acuerdo con Artículo 19, de las 84 agresiones contra mujeres 

periodistas, que registraron en 2015, 9 son casos de violencia de género ocurridas 

en redes sociales que tienen efectos diferentes en la vida personal, psicosocial y 

profesional de las mujeres periodistas. 

Vida personal, acosada 

Las periodistas enfrentan acoso por parte de diferentes actores como son 

funcionarios públicos, fuentes de información, colegas e inclusive sus propios jefes 
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y si bien es cierto que existen cifras sobre los agravios cometidos fuera de la 

empresa periodística, el tema del acoso laboral y sexual al interior de las 

empresas periodísticas es un tema poco difundido. Sin temor a equivocarnos, nos 

atrevemos a declarar que en nuestro país no se tiene información fidedigna de 

cuántas mujeres han decidido renunciar a su trabajo como medida para evitar el 

acoso. 

Una primera explicación de la poca información al respecto tiene que ver con la 

falta de denuncia por parte de las mujeres y en la mayoría de los casos se desiste 

de esta herramienta porque una de las primeras acciones que realizan las 

autoridades es investigar y cuestionar la vida personal de las denunciantes.  

Las periodistas trabajando 

En México se calcula que 40 de cada 100 personas empleadas como periodistas y 

redactores son mujeres, de acuerdo a cifras del Observatorio Laboral, al segundo 

trimestre del 2016. 

Aunque las disposiciones legales establezcan la igualdad de género en diversos 

aspectos de la vida de las personas, incluidas las cuestiones laborales, en la 

práctica las cosas son diferentes. Diversas investigaciones y estudios han 

constatado que existe una desigualdad económica entre mujeres y hombres por 

realizar un mismo trabajo. 

Contratar a mujeres, en cualquier empresa, significa obtener algunas ventajas 

para los empleadores como son el hecho de que las mujeres jóvenes son vistas 

como trabajadoras eventuales, es decir, que dentro de algunos años adquirirán 

algún tipo de compromisos familiares, como el matrimonio, lo que abre la 

posibilidad de que se retiren de la empresa sin generar ningún tipo de beneficio 

social, como el tener una pensión digna. Las mujeres que ya tienen familia y sigan 

laborando en la empresa no tendrán tiempo de organizarse y participar en defensa 

de sus derechos. 
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La Comisión Estatal para la Atención y Protección de Periodistas del Estado de 

Veracruz publicó una “Guía de seguridad para mujeres periodistas” cuyo objetivo 

es: 

Presentar una serie de recomendaciones con base en las 
perspectivas, inquietudes, percepciones, experiencias y 
conocimiento de las periodistas, con el propósito de conjugar 
el respeto y garantía a los derechos de libertad de expresión 
y acceso a la información, con el derecho de las mujeres a 
una vida libre de violencia e igualdad de género; […] 

Es necesario recalcar que las recomendaciones de dicho documento están 

centradas en la “autoprotección”, aunque dicha responsabilidad recaiga en las 

autoridades, argumentando que la gravedad del fenómeno de violencia que se 

vive en la entidad es tan alta que se justifica la necesidad de reforzar la protección 

de las comunicadoras por otros medios, más allá de los institucionales. 

En cuanto a las recomendaciones para las empresas de comunicación se sugiere, 

entre otros puntos, buscar la igualdad entre hombres y mujeres mediante el 

impulso del empoderamiento de las mujeres en los medios y desde los medios, 

como un proceso mediante el cual las mujeres, individual y colectivamente, tomen 

conciencia sobre cómo las relaciones de poder operan en sus vidas y ganen la 

autoconfianza y fortalezas necesarias para cambiar las desigualdades de género 

en todos los niveles. Promoviendo investigación periodística con enfoque de 

género y usando metodologías de investigación con perspectiva de género. 

Impulsando una guía de disposiciones éticas y responsabilidad social de los 

medios con enfoque de género. 

Es innegable la labor de las periodistas en nuestro país, cada una de ellas ha 

mostrado su compromiso sin ser ajenas a las amenazas de los poderosos. 

Ante este panorama, vale la pena preguntarnos ¿qué acciones se han tomado 

para promover la participación de las mujeres en los medios de comunicación? 

Poco se ha hecho al respecto y la incorporación de la perspectiva de género en el 
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trabajo periodístico sigue siendo el reto; por lo que la Relatoría Especial para la 

Libertad de Expresión17 propone: 

1) Analizar cómo operan las desigualdades de género y las prácticas sexistas en 

el fenómeno de la violencia contra las periodistas, con la finalidad de 

2) favorecer la definición de medidas de prevención, protección y procuración de 

justicia adecuadas; sin dejar de lado 

3) la debida capacitación en materia de género de las autoridades encargadas de 

proteger e investigar las denuncias, con la finalidad de evitar los estereotipos 

discriminatorios al momento de evaluar la credibilidad de las denuncias 

presentadas a través de la sensibilización. 

 

Ciberacoso 

En Coahuila, el 17 de marzo, Gloria Ruiz García publicó en Facebook una nota en 
la que señaló que el FCRN, el Partido Joven y la Organización Política 
Independiente habían entregado permisos irregulares para conducir vehículos 
“chocolate”. Dos días después iniciaron las agresiones y amenazas, contra la 
periodista, en la red social. El 23 de marzo presentó una denuncia ante la PGJE 
por los delitos de acoso sexual, amenazas y violencia de género. Se le asignó 
vigilancia y el 25 de mayo le fue retirada sin previo aviso. La fiscalía federal se 
negó a atraer el caso. 

  

 
17 Véase Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, “Obligaciones de los Estados con los periodistas: 
Adoptar una perspectiva de género”, disponible en 
http://www.oas.org/es/cidh/expresion/pedagogicos/violencia-periodistas.asp 
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CAPÍTULO IV. TAMBIÉN ES CENSURA 

De la redacción a los juzgados 

Si bien los delitos contra el honor han desaparecido en dos tercios del territorio 

nacional, las demandas civiles pueden ser tan o más devastadoras, por lo que los 

periodistas se muestran más renuentes a escribir notas contra personajes que los 

pudiesen demandar. 

No estamos ante una práctica nueva, pero las demandas civiles contra líderes de 

opinión se han incrementado de tal manera que ya más de un organismo 

internacional ha manifestado su preocupación al respecto. 

Una demanda civil en México siempre es larga y costosa, un juicio puede llevar 

años y, aun cuando el periodista termine ganando el litigio, el desgaste en cuanto 

a tiempo y dinero puede resultar devastador. Recordemos que, de acuerdo al 

Observatorio Laboral, el ingreso promedio de un periodista o redactor alcanza 

apenas los 8 mil 463 pesos, por lo que no se cuenta con la capacidad de sostener 

un juicio contra un alto funcionario o empresario. 

A esto se suma que los colaboradores externos con frecuencia tienen que 

enfrentar estas demandas sin el apoyo de los medios donde publican o transmiten 

sus trabajos, ya que regularmente hay una leyenda donde el medio deja toda la 

responsabilidad jurídica de la información al colaborador. 

Desde el punto de vista penal, el Congreso de la Unión eliminó los delitos contra el 

honor, mediante una reforma legal publicada en el Diario Oficial de la Federación 

del 13 de abril de 2007. Desaparecieron los delitos de calumnia, difamación e 

injuria, previstos en los artículos 350 al 363 del Código Penal Federal (se 

sancionaban con prisión hasta de dos años o multa de cincuenta a trescientos 

pesos, o ambas sanciones a juicio del juez). En contraparte se adicionaron los 

artículos 1916 y 1916 bis del Código Civil Federal, relativos al daño moral, que 
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fijan las responsabilidades por los daños causados al honor de las personas, es 

decir se intercambian las penas de prisión por sanciones económicas.  

El código civil sanciona a quien comunique a una o más personas la imputación 

que se hace a otra persona física o moral, de un hecho cierto o falso, 

determinado o indeterminado, que pueda causarle deshonra, descrédito, perjuicio, 

o exponerlo al desprecio de alguien; o bien, presente denuncias o querellas 

calumniosas, ofenda el honor, ataque la vida privada o la imagen propia de una 

persona. 

Para reparación del daño moral impone la obligación de “la rectificación o 

respuesta de la información difundida en el mismo medio donde fue publicada y 

con el mismo espacio y la misma circulación o audiencia a que fue dirigida la 

información original, esto sin menoscabo de la indemnización.” Es importante 

destacar que la reproducción fiel de información no da lugar al daño moral, 

siempre y cuando se cite la fuente. 

Cabe destacar que tanto en el viejo código penal como en actual código civil, las 

sanciones por difamación y calumnia son similares, sin tomar en cuenta que la 

difamación es imputar hechos ciertos o falsos que dañen el honor, es decir se 

castiga incluso por decir la verdad. 

Acota que “en ningún caso se considerarán ofensas al honor las opiniones 

desfavorables de la crítica literaria, artística, histórica, científica o profesional”, lo 

que genera ciertas suspicacias, pues no se trata precisamente de las críticas que 

más afecten al poder político. 

La CNDH define hostigamiento jurídico como:  

El emprendimiento de acciones legales contra los periodistas 
y/o comunicadores, como medio de intimidación, por las 
críticas que han hecho a personas que participan en la vida 
política del país, y aún va más allá de los agentes de Estado, 
puesto que se incluye a particulares que bajo la protección y 
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aquiescencia del Estado tratan de coartar la libertad de 
expresión mediante dicho medio indirecto.18 

 

Un ejemplo emblemático es el juicio iniciado en agosto de 2004 por daño moral 

contra el periodista y escritor Arturo Rivera, autor del libro La Sosa 

Nostra/Porrismo y gobierno coludidos en Hidalgo, por el ex diputado priista 

Gerardo Sosa Castelán que sigue vigente doce años después. Cabe destacar, que 

en su momento LIMAC y la FUNDALEX cubrieron los gastos del juicio evitando la 

presión económica de los demandados (que incluía a Miguel Ángel Granados 

Chapa, quien redactó el prólogo de la obra). 

El 23 de octubre de 2012, el director de Comunicación del estado de Puebla, 

Sergio Ramírez Robles, demandó a los periodistas Adrián Ruiz, de El Heraldo de 

Puebla y Fabián Gómez, del portal electrónico Contraparte, por daño moral al 

alegar que se incurrió en un “exceso de libertad de expresión” por ofender y 

denostar a funcionarios estatales. Las demandas se resolvieron a través de la 

conciliación, pero una lista de probables periodistas demandados generó la 

sensación de una cacería de brujas. Incluso el caso llegó al Congreso de la Unión 

donde se emitió un punto de acuerdo exhortando al gobernador de Puebla a 

reconsiderar la demanda presentada contra los periodistas y “encabezar un 

diálogo que exprese la tolerancia a la crítica y sea un avance en defensa de la 

libertad de expresión”19. 

Un caso más reciente es la demanda presentada por Humberto Moreira, quien 

fuera gobernador de Coahuila y líder nacional del PRI, contra Sergio Aguayo por 

10 millones de pesos presentada el 28 de junio del presente año. “[…] utilizando 

medios de comunicación impresos y electrónicos de difusión masiva, atentó en 

contra de mi honor, vida privada y mi propia imagen también lesionando mis 

sentimientos, afectos, creencias, decoro, reputación, así como la consideración 

 
18 CNDH. Recomendación General No. 24, Sobre el ejercicio de la libertad de expresión en México, 
disponible en dof.gob.mx/nota_to_doc.php?codnota=5429312 
19 Gaceta Parlamentaria, Núm. 3644-III, disponible en 
http://gaceta.diputados.gob.mx/Black/Gaceta/Anteriores/62/2012/nov/20121113-III/Proposicion-16.html 
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que de mi persona tienen los demás”20, alegó el político. El litigio se basa en un 

artículo publicado por el politólogo en los diarios Reforma y el Siglo de Torreón, en 

enero de 2016. 

Ante el caso Amnistía Internacional declaró su preocupación por el tema, 

considerando desproporcionada la suma requerida, acotando en el comunicado, 

“México: Acusaciones contra periodista limitan indebidamente la libertad de 

expresión” (Julio 15, 2016), que:  

Toda persona tiene derecho a la protección de su honra y 
reputación, lo cual en ocasiones puede requerir la eventual 
intervención del sistema de justicia civil. Sin embargo, en 
este caso particular Amnistía Internacional está preocupada 
por el posible uso de recursos judiciales para inhibir la 
libertad de expresión en México. […] La organización hace 
un llamado a las autoridades mexicanas a asegurarse que el 
sistema de justicia civil no sea utilizado para hostigar y 
desacreditar a las voces críticas mediante la imposición de 
sanciones civiles que derivan exclusivamente del ejercicio 
pacífico de los derechos humanos. […] 

 

Otro caso que ha trascendido es la demanda civil contra Carmen Aristegui y a la 

editorial Random House interpuesta por el dueño del grupo MVS Comunicaciones 

y anterior patrón de la comunicadora, Joaquín Vargas, por el prólogo incluido en el 

libro La Casa Blanca de Peña Nieto, donde asegura hay falsedades; en la 

demanda no sólo pide una indemnización, sino que el prólogo sea retirado del 

libro, situación que la editorial ha calificado de atípica.  

El 3 de noviembre de 2016 el juez, Odilón Centeno Rendón, sentenció que 

Carmen Aristegui “excedió su libertad de expresión y de información causando un 

daño a los derechos de personalidad, honor y prestigio del actor (Joaquín Vargas 

Guajardo)”. La condena exige que en las ediciones subsecuentes de La Casa 

Blanca de Peña Nieto se incluyan extractos de la sentencia, así como en todos los 

sitios donde se ha publicado dicho prólogo, lo que incluye aristeguinoticias.com; 
 

20 David Ordaz, “Humberto Moreira demanda a Sergio Aguayo por daño moral; reclama 10 mdp de 
indemnización”, en Aristegui noticias, disponible en; http://aristeguinoticias.com/1307/mexico/humberto-
moreira-demanda-a-sergio-aguayo-por-dano-moral-reclama-10-mdp-de-indemnizacion/ 
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las solicitudes de retirar dicho prólogo y la indemnización monetaria fueron 

desechadas. 

A la lista se suma Sanjuana Martínez quien fue demandada en diciembre de 2013 

por mencionar a Jesús Ortega, ex dirigente del Partido de la Revolución 

Democrática, como cliente del cabaret Cadillac, lugar donde la periodista afirmó 

había mujeres que eran forzadas a ejercer la prostitución. 

En abril de 2016 un juez condenó a Sanjuana Martínez a indemnizar a su 

demandante por haber lesionado su honor y disculparse públicamente. En 4 de 

mayo el Juzgado Octavo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 

suspendió la sentencia de la Juez 69 por lo que se tendrá que reponer el proceso, 

el calvario judicial sigue. 

En Sin embargo, medio donde se publicó la nota motivo de la demanda a 

Sanjuana Martínez declaró sobre la sentencia: “Se ha desarrollado de manera 

irregular, es a todas luces ilegal porque […] el expediente se perdió un par de 

años, la Juez 69 se declaró incompetente […] y nos enteramos de lo que había 

sucedido cuando el señor Ortega dio la conferencia de prensa”.21 

Un caso cuyas repercusiones pueden ser grandes es el juicio de amparo que ganó 

Lucia Méndez donde la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró 

anticonstitucional parte de los artículos 39, 40 y 41 de la Ley de Responsabilidad 

Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen 

en la Ciudad de México. La legislación contemplaba que la indemnización procede 

sólo cuando no se pudiere resarcir el daño mediante “la publicación o divulgación 

de la sentencia condenatoria, a costa del demandado, en el medio y formato 

donde fueron difundidos los hechos y/u opiniones que constituyeron la afectación 

al patrimonio moral”, lo cual consideraron vulneraba derecho humano a una 

reparación de la demandante (Lucia Méndez). El ordenamiento capitalino 

contemplaba un tope en el monto máximo de la reparación del daño de trescientos 

 
21 Véase “Juez otorga amparo definitivo a fallo en contra de Sanjuana Martínez por demanda de Jesús 
Ortega”, disponible en http://www.sinembargo.mx/04-05-2016/1656346 
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cincuenta días de salario mínimo, lo cual también fue desechado por el máximo 

tribunal, es decir no hay tope económico para las indemnizaciones. 

Sobre la oleada de demandas, en la Recomendación General No. 24, “Sobre el 

ejercicio de la libertad de expresión en México” la CNDH se advierte que: 

La censura ha cobrado nuevas formas para limitar ese 
derecho a través de medidas indirectas o sutiles, tales como 
el hostigamiento jurídico patrocinado por la tipificación, en 
algunas legislaciones locales, de los denominados delitos 
contra el honor. 

La Corte Interamericana de los Derechos Humanos advierte que: 

El procesamiento de personas, incluidos periodistas y 
comunicadores sociales, por el mero hecho de investigar, 
escribir y publicar información de interés público, viola la 
libertad de expresión al desestimular el debate público sobre 
asuntos de interés para la sociedad, ya que la simple 
amenaza de ser procesado penalmente por expresiones 
críticas sobre asuntos de interés público puede generar 
autocensura dado su efecto amedrentador.22 

Edison Lanza, Relator Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH, propone 

aplicar en las sentencias el criterio de la real malicia y sólo sancionar aquellos 

casos donde el periodista actué con malicia real, temeraria, es decir, que utilice la 

mentira como instrumento del periodismo, con negligencia temeraria. 

Ana Cristina Ruelas, titular de Artículo 19-México, señala que el uso de las leyes 

penales y civiles para restringir la libertad de expresión ha sido una constante, 

pues tan sólo en 2015 se documentaron cinco casos que todavía están en las 

cortes penales. Propone derogar tipos penales vigentes que todavía existen en los 

códigos estatales: 

a) El delito de ultrajes en 26 estados. 

 
22 CIDH, Alegatos ante la Corte Interamericana en el caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Transcritos en: Corte 
I.D.H., Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135, párr. 
64.e); CIDH. Alegatos ante la Corte Interamericana en el caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Transcritos en: 
Corte I.D.H., Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párr. 
101.2). 
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b) Los delitos contra el honor en 9 estados. 

C) Delitos de halconeo (vigilar y obtener información sobre las actividades de la 

policía y militares) en 21 estados. 

d) Leyes anti memes23 en 6 estados. 

Jan Jarat, Representante de la ONU-DH en México, sugiere seguir diez 

estándares internacionales: 

1.- Despenalizar el ejercicio de la libertad de expresión, que no haya en códigos 

penales delitos como difamación, calumnia, injurias y otras figuras anacrónicas 

2.- Que no sea posible interponer demandas civiles múltiples por los mismos 

hechos ante distintas jurisdicciones porque el sometimiento de distintos procesos 

desfavorece a los periodistas y favorece actores con mayores recursos. 

3.- Protección uniforme, que se adopte una ley especial de alcance nacional. 

4.- Una legislación armonizada a nivel nacional que garantice que las opiniones no 

sean susceptibles de litigarse, solamente las afirmaciones factuales. 

5.- Que las demandas notoriamente frívolas sean desechadas exoficio. 

6.- Que se establezcan topes en el monto indemnizatorio, que respeten los 

criterios de proporcionalidad y razonabilidad. 

7.- En procedimientos civiles garantizar estándares diferenciados, para que 

servidores públicos y personas que voluntariamente desempeñan una actividad de 

interés público sean sometidos a un mayor nivel de escrutinio, la inclusión del 

estándar de la real malicia. 

8.- Capacitación judicial a fin de aplicar lo que ya es estándar internacional. 

 
23 Es la palabra usada para definir conceptos que se difunden por Internet. Puede ser un vídeo, imagen, página 
web, hashtag, o simplemente una palabra o frase. 
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9.- Fomentar los medios no judiciales de protección de la reputación a través de 

códigos de ética, defensor de audiencia, derecho a réplica, a rectificación o 

respuesta. 

10.- Potenciar la defensa de los periodistas por los medios para los que trabajan, 

por gremios y por defensoría pública. 

A partir de los casos más sonados y otros que quedan en el subregistro por 

tratarse de demandas contra periodistas poco conocidos, así como la opinión de 

especialistas y organismos internacionales, podemos concluir que el uso de 

medios judiciales, para limitar la Libertad de Expresión puede llegar a convertirse 

en un problema. 

Publicidad oficial, control a través del presupuesto 

El gobierno es uno de los principales “clientes” en casi todas las industrias, pero 

tratándose de medios masivos de comunicación adquiere una especial 

importancia, ya que la publicidad es, para muchos medios, el más importante 

ingreso económico y su asignación uno de los temas más controvertidos del 

periodismo mexicano. 

No es un problema nuevo, ni exclusivo de México, Noam Chomsky, en su texto 

Guardianes de la Libertad, considera, desde los años sesenta, que la publicidad 

siendo la fuente principal de ingresos de ciertos medios funciona como filtro 

propagandístico. 

Se considera un tema de premio y castigo desde hace décadas, la revista Fórum, 

por ejemplo, dejó de circular en 2010; afirmaba, a través de su director Eduardo 

Ibarra, sufrir un boicot publicitario por órdenes del entonces presidente Felipe 

Calderón. Subsisten con la misma queja el semanario Proceso y el diario La 

Jornada, cabe destacar que se trata de dos medios abiertamente de izquierda, 

críticos al gobierno federal en turno y con una amplia base de lectores (Proceso 62 

mil 668 ejemplares semanales, La Jornada 107 mil 659 ejemplares diarios, de 

acuerdo al Padrón Nacional de Medios Impresos).  
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Incluso en las Conclusiones de la Asamblea General de la Sociedad 

Interamericana de Prensa (SIP), 2016, se coloca a México entre los países donde 

“la publicidad oficial o estatal se utiliza para premiar o castigar a los medios según 

las informaciones que divulguen”. 

Es un fenómeno incuantificable, ya que no siempre los medios pueden acreditar la 

discriminación en la asignación del gasto oficial en publicidad. Es también 

importante reconocer que hay medios que intercambian el silencio sobre un tema 

determinado por publicidad. Subsiste, además, la figura del reportero vendedor de 

publicidad que recibe un porcentaje de lo que le pueda vender a su fuente, lo que 

puede desembocar en una complicidad y notas que favorezcan al comprador. 

O bien, hay medios que venden las entrevistas, ya sea mediante un pago directo 

en un publirreportaje, que no es identificado como tal, o el funcionario compra 

publicidad oficial a cambio de ser entrevistado a modo. 

También se perciben ciertos personajes que aparecen en una portada y ese 

número en particular de la publicación recibe más publicidad. Un ejemplo lo 

documentó el portal Sin Embargo: 

Las calles de la Ciudad de México, Guanajuato, Sonora, 
Estado de México, Quintana Roo, Veracruz, Tlaxcala, Puebla, 
Jalisco, Michoacán y Aguascalientes se vieron inundadas con 
espectaculares de la revista Central, cuya portada de julio fue 
ocupada por el mandatario panista [haciendo alusión al 
gobernador de Puebla, Rafael Moreno Valle].24 

 

De igual manera existen casos donde tras una nota que un funcionario o 

dependencia considera desfavorable, retira la publicidad al medio. Un ejemplo, fue 

la queja interpuesta en 2008 por la revista Contralínea que tras publicar una 

investigación sobre la paraestatal Petróleos Mexicanos, ésta dejo de comprarle 

 
24 Véase Sin Embargo. “Moreno Valle en campaña: espectaculares, tele, camiones, portadas y viajes”, 
disponible en http://www.sinembargo.mx/02-08-2016/3074825 
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espacios publicitarios. En el documento CNDH/5/2008/4462/Q25, la CNDH 

concluyó que fueron vulnerados los Derechos Humanos a la legalidad y seguridad 

jurídica, a la igualdad y a la libertad de expresión de diversos integrantes de la 

revista. Al Director General de Petróleos Mexicanos se le solicitó que girará 

instrucciones para que la paraestatal a su cargo cuente con procedimientos y 

criterios objetivos, claros, transparentes y no discriminatorios, en el otorgamiento y 

distribución de publicidad oficial a favor de los distintos medios de comunicación, 

tanto electrónicos como impresos. 

La misma CNDH, tras una queja de Proceso presentada en 2012 sobre el uso 

discrecional de la publicidad oficial y la no asignación de la misma a la publicación, 

emitió la Recomendación No. 35/201226, donde se “advierte en el caso violación a 

los derechos humanos a la legalidad, a la seguridad jurídica, así como a la libertad 

de expresión e información, en agravio de la revista R1 [Proceso]”. El documento 

señala que: 

Los medios de comunicación ocupan un lugar considerable 
entre los forjadores de la opinión pública de las democracias 
actuales, por lo que resulta indispensable que tengan 
aseguradas las condiciones para difundir las más diversas 
informaciones en beneficio de la sociedad, pues tales ideas 
inciden en la pluralidad de puntos de vista, favoreciendo la 
participación de las personas en comunidad, de lo que deriva 
la importancia de que las autoridades combatan el monopolio 
de los medios masivos de comunicación con el objeto de 
evitar se restrinja injustamente esa participación. 

Como resultado se recomendó al entonces secretario de gobernación, Alejandro 

Alfonso Poiré Romero, que: 

Se emitan lineamientos claros y criterios objetivos, 
imparciales y transparentes, que garanticen la igualdad de 
oportunidades en el otorgamiento y distribución de publicidad 
oficial en favor de los distintos medios de comunicación, 
tanto electrónicos como impresos […].  

 
25 CNDH, Sobre el caso de los señores Agustín Miguel Badillo Cruz, Ana Lilia Pérez Mendoza e integrantes 
de la revista “Contralínea”, disponible en 
http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Recomendaciones/2009/Rec_2009_057.pdf 
26 CNDH, Recomendación Núm. 35/2012, disponible en 
http://cdn.proceso.com.mx/media/2012/09/CNDH.pdf 
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[… que] se lleve a cabo una adecuada supervisión de la 
asignación de publicidad oficial por parte de las distintas 
dependencias y organismos públicos federales, que incluya 
la evaluación adecuada de la asignación en la contratación 
que éstas realicen; asimismo, que el gasto en cada supuesto 
se realice conforme a procedimientos y criterios objetivos, 
imparciales, transparentes y no discriminatorios. 
 

De este documento, surgió el “Acuerdo por el que se establecen los lineamientos 

generales para las campañas de comunicación social de las dependencias y 

entidades de la Administración Pública Federal”, mismo que se publica a finales de 

año, para el ejercicio fiscal subsecuente. Se estipulan como criterios para la 

contratación de publicidad de las dependencias federales: características de 

medio; tarifas; destinatarios, cobertura y especialidades que cada uno presenta. 

En el plan de medios, las dependencias deben considerar la capacidad del medio 

para llegar a la población objetivo; equidad entre los medios de comunicación que 

reúnan características análogas y transparencia en la asignación de recursos. Se 

prohíbe pagar por concepto de notas, entrevistas o imágenes con fines 

periodísticos.  

El artículo 22 del Acuerdo concentra en la Dirección General de Normatividad de 

Comunicación de la Secretaría de Gobernación la potestad de autorizar o no la 

asignación de publicidad oficial de todas las instancias del gobierno federal. Esto 

da poder a la dependencia para beneficiar o perjudicar a los medios. 

Requisito indispensable para la publicidad del gobierno federal en los medios 

impresos es formar parte del Padrón Nacional de Medios Impresos (actualmente 

registra más mil 200 publicaciones), que incluye la circulación certificada. No 

obstante, la certificación de la circulación es con frecuencia amañada, ya que es 

bien sabido por quienes se dedican al periodismo impreso, que en muchos medios 

se da lo que se conoce como circulación inflada. Por ejemplo, se incrementa el 

tiraje sólo durante el periodo a certificar, se realizan auto compras de ejemplares, 

se falsifican órdenes de impresión, entre otras prácticas. 
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De igual forma hay softwares que ayudan a “inflar” el contador de una página de 

Internet, por ejemplo. En el caso de la televisión hablamos de los ratings medidos 

por empresas que son pagadas por las mismas televisoras. 

Hoy a pesar de que la revista Proceso cumple con los requisitos del citado 

acuerdo, la publicidad del gobierno federal se mantiene casi ausente en sus 

páginas. Cabe mencionar que los lineamientos citados aplican sólo para el 

gobierno federal, los gobiernos estatales y municipales mantienen, por lo general, 

el uso discrecional de recursos públicos en la contratación de publicidad. 

El asunto va más allá de los medios tradicionales, en 2011 Radio Nandía y La 

Voladora ganaron amparos en la Suprema Cortes de Justicia de la Nación contra 

la Secretaria de Salud del Estado de México por negarles publicidad oficial 

solicitando a la dependencia revise sus argumentos, ratificando que las radios 

comunitarias son medios permisionados que cumplen un función social y de 

difusión de información oficial dirigida a la población a la que sirven. 

En el mismo tenor, el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación rechazó 

(marzo de 2016) cuatro controversias, dejando en vigor el artículo 89, fracción VII 

de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, mismo que permite a 

los concesionarios de las radios comunitarias e indígenas, la venta de publicidad a 

sus respectivos municipios por un monto máximo equivalente al uno por ciento de 

sus respectivos presupuestos para comunicación social. 

De acuerdo con el reporte de Freedom House 201627, México tiene una alta 

concentración de publicidad oficial. Televisa y TV Azteca reciben 25% de la suma 

total de los recursos federales asignados a publicidad oficial, alrededor de $400 

millones de dólares calcula la ONG.  

 
27 Freedom House. Reporte sobre México, disponible en https://freedomhouse.org/report/freedom-
press/2016/mexico-espa-ol 
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Fundar, Artículo 19 y otros organismos internacionales en su documento, 

Comprando complacencias28, diagnostican:  

La censura sutil a través de la publicidad oficial sigue siendo 
un problema grave en el país. Asignar masivamente 
publicidad oficial sobre bases partidistas y políticas moldea 
poderosamente el contenido de los medios y afecta en gran 
medida las líneas editoriales de los medios de comunicación.  

De dicha investigación se desprenden también los siguientes puntos: 

• Las autoridades tanto federales como locales aprovechan la falta de regulación 

para controlar las líneas editoriales de los medios a través de este mecanismo.  

• Muchos medios de comunicación adaptan su cobertura para obtener contratos 

de publicidad más ventajosos, donde prevalece la propaganda sobre la 

transmisión de información oportuna y exacta. 

• La asignación del espectro radioeléctrico es otro mecanismo de censura 

indirecta, utilizado contra las radios comunitarias.  

• En los estados prevalece la opacidad; en más de la mitad las entidades 

federativas no se puede conocer con detalle el desglose de los gastos en 

publicidad oficial.  

• El uso arbitrario de la publicidad oficial agudiza la concentración en la propiedad 

de los medios de comunicación creando una falsa sensación de pluralismo.  

• Subsisten "pasquines", es decir, medios de comunicación que sobreviven 

únicamente gracias a fondos del gobierno a pesar de tener una audiencia real 

mínima.  

• Persisten prácticas corruptas en la mayor parte de México, incluyendo el soborno 

a periodistas mal pagados para influir en sus trabajos periodísticos. 

 
28 Fundar, Artículo. Comparando complacencia: Publicidad oficial y censura indirecta en México, disponible 
en http://www.fundar.org.mx/mexico/pdf/SCMexESP.pdf 
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• Se ha incumplido el compromiso presidencial y legislativo de legislar sobre el 

tema. 

La CIDH acota que como criterio preponderante para la asignación de publicidad 

oficial los Estados deberían considerar a la audiencia o público objetivo de la 

campaña publicitaria de que se trate. Considera que además de la decisión del 

funcionario público es necesario que especialistas técnicos compartan la 

responsabilidad por el manejo y la asignación de las pautas. Además los Estados 

“deben adoptar medidas para que los mercados en los que operan los medios de 

comunicación sean abiertos, plurales, diversos y no concentrados.”29 

De hecho México tiene una legislación pendiente, el titular del poder ejecutivo, 

Enrique Peña Nieto, durante su campaña presidencial30 en su manifiesto por una 

Presidencia Democrática, presentado el 21 de mayo de 2012, prometió una 

reforma constitucional para crear una instancia ciudadana y autónoma que 

supervise que la contratación de publicidad de todos los niveles de gobierno en 

medios de comunicación. 

A su vez el poder legislativo, según el artículo tercero transitorio de la Reforma 

Político electoral, ya debería haber aprobado, en el segundo periodo de sesiones 

ordinarias del segundo año de ejercicio de la LXII Legislatura (2014), una ley en la 

materia. Dicho ordenamiento le indicaba expedir la ley reglamentaria del artículo 

134 constitucional sobre la publicidad oficial, la ley no se ha cumplido. 

De acuerdo a la iniciativa de ley de la diputada, Norma Xóchitl Hernández Colín, 

integrante del Grupo Parlamentario de Morena, presentada en marzo de 2016, 

desde 2002 a la fecha se han presentado más de 20 iniciativas de ley en el rubro, 

sin que ninguna llegue a su objetivo. 

En dichas iniciativas se legisla la obligatoriedad de los tres niveles de gobierno de 

contratar la publicidad oficial en torno a las necesidades de comunicación social, 

 
29 CIDH. Principios Sobre Regulación de la Publicidad Oficial en el Sistema Interamericano de Protección 
de los Derechos Humanos. 
30 Ramos, Dulce. “Peña Nieto presenta su ‘manifiesto democrático’ (documento integro)”, disponible en 
http://www.animalpolitico.com/2012/05/pena-nieto-presenta-su-manifiesto-democratico-documento-integro/ 
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por lo que eso podría modificar sustancialmente la elección de los medios 

contratados. 

Tomar en cuenta la audiencia y la penetración de cada medio podría en un 

momento dado beneficiar a medios cuya línea editorial resulta contraria a la 

entidad gubernamental contratante. También, pondría en vías de extinción a 

medios sin una audiencia que justifique su existencia, pues viven de la publicidad 

oficial. 

Igualmente, las grandes televisoras que son quienes reciben la mayor cantidad de 

publicidad tendrían que justificar esa concentración y de aprobarse un tope 

máximo de gasto hacia un sólo ente, sus ingresos se verían mermados. Por otra 

parte, existe la paradoja de que si sólo se toma en cuenta la penetración del medio 

y el rating, se reforzarían hegemonías mediáticas.  

El poder del dinero 

Siendo a la fecha la publicidad el principal sustento de los medios tradicionales, el 

poder económico también ejerce presión, los medios saben que hay personajes o 

grupos empresariales con tantos negocios que no es posible una crítica fuerte; sin 

embargo, se trata de un secreto a voces.  

Al no ser poderes formales, son difíciles de identificar y denunciar, pero el poder 

económico tiene injerencia en diversos comunicadores y políticas del rubro. Por 

ejemplo, cuando se pretendió que los grandes proveedores de gobierno hicieran 

públicas sus relaciones de intereses y declaraciones de impuestos en el proyecto 

3 de 3, tras una reunión con representantes del Consejo Coordinador Empresarial, 

el presidente Enrique Peña Nieto veto la ley que había sido aprobada por el 

Congreso de la Unión. 

Aún se recuerda cuando Canal 40, a finales del siglo pasado, hizo caso omiso a 

las advertencias y transmitió un reportaje sobre la pederastia del líder de los 

Legionarios de Cristo, Marcial Maciel, como consecuencia, Lorenzo Servitje, uno 

de los empresarios más importantes de México, promovió un boicot publicitario 

como represaría que, se dice, mando a la quiebra económica al canal. Hace 
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décadas igual derribaron al entonces diario más importante de México Excelsior. 

Hoy el fantasma sigue vigente, aunque sea difícil de identificar.  

Canales y estaciones para quien puede pagarlos 

Otra limitante a la libertad de expresión es la asignación o revocación de 

frecuencias en el espectro radioeléctrico, de ella depende poder o no transmitir 

legalmente la información, que hoy requiere en gran medida de la capacidad 

económica de quien solicita un permiso para operar una estación de radio o canal 

de televisión. 

Según el Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT), el 98% de los hogares 

posee al menos un aparato televisor, con un promedio de dos en cada hogar; 

asimismo, poco más de la mitad de la población (56%) cuenta sólo con señal de 

televisión abierta. Los canales de televisión abierta son vistos por el 81% de la 

población. El 40% de los encuestados31 por el IFT declaró escuchar radio. 

A pesar del avance de las nuevas tecnologías, la televisión sigue teniendo ventaja, 

pues de acuerdo al Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática 

(INEGI), al segundo trimestre de 2015, el 57.4% de la población de seis años o 

más en México, se declaró usuaria de Internet. El 39.2% de los hogares del país 

tiene conexión a Internet y su uso está asociado al nivel de estudios; entre más 

estudios, mayor uso de la red. 

Una encuesta telefónica realizada, el 21 y 22 de julio de 2016, por el Gabinete de 

Comunicación Estratégica arrojó que la televisión sigue siendo el medio preferido 

para enterarse de los mexicanos con el 49.1%.32  

Por ello, la apertura a nuevas cadenas de televisión resultó un paso importante. 

No obstante, el costo para la licitación de una frecuencia para uso comercial deja 

el asunto sólo en manos de grandes empresas. La tercera cadena nacional obtuvo 
 

31 Instituto Federal de Telecomunicaciones, Encuesta Nacional de Consumo de Contenidos Audiovisuales en 
Radio, Televisión e Internet, disponible en http://www.ift.org.mx/comunicacion-y-medios/comunicados-
ift/es/el-ift-da-conocer-la-encuesta-nacional-de-consumo-de-contenidos-audiovisuales-en-radio-television-e 
32 Gabinete de Comunicación Estratégica. Credibilidad en medios, 22 de julio de 2016, disponible en 
http://gabinete.mx/index.php/component/k2/item/568-credibilidad-en-medios-2016). 
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la señal a cambio de mil 808 millones de pesos de contraprestación y grupo Radio 

Centro había ofertado 3 mil 058 millones de pesos, mismos que no pudo cubrir 

perdiendo la concesión y un pago de garantía de seriedad de 415 millones de 

pesos. 

La ley federal indica que para el otorgamiento de concesiones en materia de 

telecomunicaciones, el Instituto podrá tomar en cuenta, además de la propuesta 

económica: cobertura, calidad e innovación; prevención de fenómenos de 

concentración, entrada de nuevos competidores al mercado; así como que el 

proyecto de programación promueva e incluya la difusión de contenidos 

nacionales, regionales y locales. 

El IFT ha anunciado la licitación de 148 canales (locales) de televisión digital 

abierta a resolverse en 2017 con base al monto económico ofertado. 

En 2016, se puso en marcha la licitación de 257 estaciones de radio con 208 

interesados, de los cuales 70 fueron personas físicas y 138 personas morales, 

mismos que pretenden contender por las 191 frecuencias que se licitarán en la 

banda de FM y 66 en la de AM.  

Dicha disposición de frecuencias viene de cambios técnicos ya que la separación 

de estaciones contiguas en FM se redujo de 800 a 400 kHz, lo que da como 

resultado un mayor número de señales. Quedaran en manos de quien pueda 

pagarlas. 

Coexiste la figura de concesiones para uso público, que son para entidades 

gubernamentales y universidades públicas, con serias restricciones para 

comercializar sus espacios, lo que las deja a merced de la asignación de 

presupuestos gubernamentales. 

En el caso de entes cuya programación no tenga fines de lucro, están las 

concesiones para uso social “con propósitos culturales, científicos, educativos o a 

la comunidad, sin fines de lucro”. Quedan comprendidos en esta categoría los 

medios comunitarios e indígenas, particularmente vulnerables. 
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Aunque la Ley Federal de Telecomunicaciones impone que las dependencias 

federales gasten el 1% de su gasto en publicidad en radios comunitarias e 

indígenas, al revisar el Informe sobre la ejecución de los programas y las 

campañas relativos a la difusión de mensajes sobre programas y actividades 

gubernamentales33, nos percatamos que eso no sucede. El mismo ordenamiento 

indica que las autoridades estatales y municipales gastaran hasta el 1% del gasto 

destinado a publicidad oficial en medios de comunicación indígenas. 

De acuerdo con informes estadísticos del IFT, México cuenta con mil 745 

estaciones autorizadas de radio, pero al revisar los informes detallados, hay 83 

concesiones de Uso Social, 17 concesiones otorgadas para uso social comunitario 

y solo tres indígenas. Esto a pesar de que, por ley, el Instituto deberá reservar 

para estaciones de radio comunitarias e indígenas el 10% de la banda de 

radiodifusión sonora de FM y podrá otorgarles también concesiones de radio de 

AM. 

El artículo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

obliga a la Federación, las entidades federativas y municipios a “establecer 

condiciones para que los pueblos y las comunidades indígenas puedan adquirir, 

operar y administrar medios de comunicación, en los términos que las leyes de la 

materia determinen” (reformado 14 de agosto de 2001). 

No obstante, que los ordenamientos legales apoyan la creación de mecanismos 

para la creación de radios comunitarias e indígenas, la realidad es que éstas no 

han logrado el apoyo que las incluya en la legalidad. 

El diputado, Virgilio Caballero, diagnosticó:  

Se exige, por ejemplo, para obtener una concesión de radio 
comunitaria o indígena, a quien la solicite, que cumpla los 
mismos requerimientos de un concesionario privado, como si 
se tratara también de una empresa, cuando es la sociedad 
necesitada de comunicarse consigo misma y sin recursos, la 
que demanda este tipo de usos de los medios, y en cambio, 

 
33 Dirección General de Normatividad de Comunicación, Informe de Ejecución Ejercicio 2016, disponible en 
http://www.normatividaddecomunicacion.gob.mx/es/NormatividadDeComunicacion/INFORME_2016 
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aunque cumplan con esos requerimientos iguales que los de 
los concesionarios privados, a los medios comunitarios se les 
concede solamente 6 mil watts de potencia, como para que 
ni siquiera salgan de las ocho manzanas en donde esté 
instalada la radio o la televisión transmisora34. 

Como consecuencia de la situación, la mayoría de las radios indígenas no cuentan 

con la documentación que avale su uso de una frecuencia, como ejemplo está la 

nota del periódico La Jornada de Oriente, del 5 de agosto de 2014:  

Con armas largas y vestidos de civiles, policías federales y 
representantes del Instituto Federal de Telecomunicaciones 
(Ifetel) desmantelaron anoche las radios comunitarias de 
Santa María Zacatepec y San Bernardino Tlaxcalancingo –
dos pueblos de origen náhuatl–, de donde sustrajeron 
computadoras, archivos, documentos oficiales, micrófonos, 
consolas y otros aparatos para transmitir programas con 
perfil social, cultural y agrarios.35 

Fue hasta julio de 2016 que dichas emisoras lograron la autorización para regresar 

al aire, después de mucha presión mediática. 

En marzo de 2016, en distintos medios de comunicación, el IFT inició la campaña 

“Se busca por robo” donde advertía que trasmitir desde una estación de radio sin 

concesión es un delito y convocaba a la sociedad civil a denunciar. Diversos 

organismos civiles reaccionaron recordando al Instituto que se trataba de una 

violación administrativa, no un asunto penal, en una carta firmada por AMARC-

México, Redes para la Diversidad, Equidad y Sustentabilidad, A. C., AIPIN 

Comisión de Seguimiento; Congreso Nacional de Comunicación Indígena y Ojo de 

Agua Comunicación. 

Es importante recordar que muchas de las comunidades indígenas no cuentan con 

acceso a Internet, sus manifestaciones culturales y cosmovisión son peculiares, 

por lo que medios de difusión en su idioma y/o desde su perspectiva, son 

 
34 Véase Gaceta Parlamentaria, año XVIII, número 4400, 6 de noviembre de 2015, disponible en 
http://gaceta.diputados.gob.mx/Gaceta/63/2015/nov/20151106.html 
35 Llaven Anzures, Yadira. “Con armas largas, agentes desmantelan radios comunitarias de Zacatepec y 
Tlaxcalancingo”, disponible en http://www.lajornadadeoriente.com.mx/2014/08/05/saquean-agentes-
federales-las-radios-comunitarias-de-zacatepec-y-tlaxcalancingo/ 
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indispensables para garantizar el derecho a la información y la libertad de 

expresión en un punto específico del país. 

En otro orden de ideas, cuando hablamos de espectro radioeléctrico, bandas, 

radiodifusión, etcétera, ya no sólo hablamos de radio y televisión, sino de telefonía 

móvil e Internet. Sectores que en México se han combinado en lo que se conoce 

como triple play, por lo que la asignación de frecuencias se torna importante no 

sólo para difundir información, sino para ampliar el negocio. Las dos principales 

televisoras, por ejemplo, se han expandido a las telecomunicaciones a través de 

Cablevisión-Izzi (Televisa) y Totalplay (TV Azteca). 

En este sentido el caso de MVS y la banda 2.5 Ghz ha llamado la atención, desde 

1998 la empresa poseía 62 concesiones de dicha banda. La periodista Carmen 

Aristegui dio a conocer información relacionada un presunto problema de 

alcoholismo del entonces presidente Felipe Calderón, el 4 de febrero de 2011. 

Según denunciaría después Joaquín Vargas, altos funcionarios pidieron que la 

comunicadora se disculpara, está se negó, luego fue despedida para después ser 

recontratada, lo que según MVS resultó en que la concesión no fuera renovada. 

Incluso la Secretaría de Hacienda emitió un comunicado, el 16 de agosto de 2012, 

explicando que MVS ofrecía 104 millones de pesos por el uso de la banda 2.5 Ghz 

y ellos la valuaban en 27 mil millones de pesos.36  

La segunda parte del asunto se dio tras el tema de La Casa Blanca de Peña 

donde reporteros, bajo el mando de Carmen Aristegui, publicaron un reportaje 

sobre presuntos conflictos de intereses entre el mandatario y un contratista del 

gobierno federal. Poco después, se anunció que MVS Noticias participaría en la 

plataforma periodística basada en denuncias anónimas Mexicoleaks, al parecer la 

periodista no solicitó autorización a la directiva de la empresa, por lo que el dueño 

de la radiodifusora la acusó de abuso de confianza por utilizar la marca MVS, 

luego le impuso nuevas condiciones laborales que al ser rechazadas se tradujeron 

en un nuevo despido el 15 de marzo de 2015.  
 

36 Secretaría de Hacienda y Crédito Público. “Comentarios de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con 
motivo del inicio del procedimiento de rescate de las frecuencias en la banda de 2.5 GHz”, disponible en 
http://www.shcp.gob.mx/documentos_recientes_bliblioteca/comunicado_053_2012.pdf 
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Para muchos intelectuales y líderes de opinión el caso de Mexicoleaks fue el 

pretexto para congraciarse con un presidente molesto por previas denuncias de la 

periodista y reactivar la lucha por la banda 2.5 Ghz. Ejemplo es que según 

regeneración.mx: “En 24 horas, la emisora MVS obtuvo dos fallos favorables en 

asuntos que estuvieron largamente en litigio y que, en cambio, resultaron 

desfavorables para Televisa […].”37 

A pesar de los avances legislativos, la asignación de frecuencias sigue siendo una 

puerta de acceso a la difusión de información que se puede cerrar en cualquier 

momento y cuya llave más efectiva es de carácter monetario. Si bien las nuevas 

tecnologías hacen que casi cualquiera pueda abrir un blog o una página en redes 

sociales, no tienen el mismo impacto ya que la información se difumina entre más 

de mil doscientos millones de páginas, además del reto de monetizar un proyecto 

digital que, por lo menos en México, resulta muy complicado de superar. 

  

 
37 Véase “Despedida Aristegui, dos fallos a favor de MVS, banda 2.5 y must carry” 
http://regeneracion.mx/despedida-aristegui-dos-fallos-a-favor-de-mvs-banda-2-5-y-must-carry/ 
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CAPÍTULO V. ACCEDER A LA 
INFORMACIÓN 

La legislación en materia de Derecho a la Información en México ha sido 

reconocida al grado que el artículo sexto de la carta magna es descrito así en el 

documento El Derecho a la Información en América Latina38: “Después de Suecia, 

probablemente es la garantía constitucional más detallada y completa del mundo 

para el derecho a la información”. 
En el Global Right to Information Rating, México aparece a la cabeza como el país 

con mejores leyes en cuanto a acceso a la información. No obstante, el 

documento en su metodología acota: “RTI Rating se limita a medir el marco legal, 

no mide la calidad de la implementación. En algunos casos, los países con leyes 

relativamente débiles pueden ser muy abiertos, debido a esfuerzos positivos de 

implementación; mientras que leyes relativamente fuertes no aseguraran la 

apertura si no se implementan adecuadamente.”39 

Desafortunadamente México como Estado de Derecho se encuentra, según World 

Justice Project 201640, en el lugar 88 de 113 países, aunque en el mismo índice, 

cuando se trata de gobierno abierto asciende al 34. Si bien, la aplicación de la ley 

sigue muy por debajo del nivel de su legislación, es de acuerdo a este indicador 

uno de los rubros donde más se acerca a un Estado de Derecho. Pasando a 

derechos fundamentales, cae hasta la posición 94 y a la 86 en aplicación de la ley, 

lugar 101 y 108 en cuanto a justicia penal y federal respectivamente. 

En México el Derecho a la Información, primero, fue concebido como una 

prerrogativa de los partidos políticos a fin de difundir su ideología y programas en 

 
38 UNESCO. El Derecho a la Información en América Latina, disponible en: 
http://unesdoc.unesco.org/images/0018/001832/183273s.pdf 
39 Centre for Law and Democracy. Global Right to Information Rating, disponible en http://www.rti-
rating.org/ 
40 World Justice Project. Rule of Law Index 2016, disponible en http://worldjusticeproject.org/rule-of-law-
index 
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los medios de comunicación, luego, como un derecho social, para finalmente 

elevarlo a la categoría de derecho humano, afirma Ricardo Cortés Ontiveros41.  

En cuanto a la transparencia el 10 de junio de 2002, el entonces presidente, 

Vicente Fox firmó el decreto a través del cual se expidió la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2002 y el 11 de junio de 2003 su 

Reglamento, creando el Instituto Federal de Acceso a la Información (IFAI) órgano 

garante del Derecho a la Información. 

El 4 de mayo de 2015 se publicó la nueva Ley General de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública, el IFAI pasó a ser el Instituto Nacional de Transparencia, 

Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI) con un 

consecuente incremento en las responsabilidades del órgano, el crecimiento de 

los sujetos obligados y de las obligaciones de éstos en materia de transparencia y 

acceso a la información, además de la creación del Sistema Nacional de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales. 

José Woldenberg, uno de los politólogos más importantes de México, diagnóstica: 

 

No obstante, las rutinas burocráticas también tienden de 
manera “natural” a desplegarse en una cierta opacidad, no 
está en su naturaleza la transparencia. Por ello es necesario 
contar con normas e instituciones que garanticen el acceso a 
la información, y por ello es tan relevante que los ciudadanos 
hagan suyo y demanden la información. Se trata de construir 
rutinas que en su despliegue acaben por construir la 
conciencia necesaria de que “lo público es público”. Esa 
consigna tan sencilla y elemental pero que ha costado tantos 
esfuerzos y trabajos empezar a hacerla realidad.42 
 

Cataloga al Derecho a la Información como un mecanismo que incide en el control 

del poder, mismo que tiende a reducir la arbitrariedad y la discrecionalidad de los 

poderes públicos. 

Entre las funciones de la transparencia Woldenberg destaca: 
 

41 Cortés Ontiveros, Ricardo. “La transparencia en México: razón, origen y consecuencias”, en Revista de la 
Facultad de Derecho de México, Núm.244, disponible  en https://revistas-
colaboracion.juridicas.unam.mx/index.php/rev-facultad-derecho-mx/article/view/28743/25986 
42 José Woldenberg Karakowsky, Por una cultura de la transparencia en México, INAI, 2016. 
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• Servir para dotar a los ciudadanos interesados de los insumos informativos 

suficientes que les permitan gestionar sus intereses e iniciativas de mejor manera. 

• Elevar la calidad del debate público, para que  

a) la labor académica cuente con la información necesaria,  

b) que los medios de difusión recreen información cierta y dejen en un 

segundo plano la especulación sin fin y sin sentido, en fin,  

• Que en el espacio público los diagnósticos, las propuestas e iniciativas, tengan 

bases serias y ciertas. 

El límite al Derecho a la Información está constituido, principalmente, por casos de 

seguridad nacional y la esfera privada donde Woldenberg reconoce: “Por 

desgracia, en México la normatividad en la materia es genérica, difusa y difícil de 

aplicar”. 

Básicamente la Ley de Transparencia obliga a las dependencias a proporcionar a 

los ciudadanos, no sólo a los periodistas, la información que soliciten salvo 

excepciones. 

No todo es tan transparente 
Es a través de solicitudes de acceso a la información como se desarrolla hoy en 

día una buena parte de lo que se conoce como periodismo de datos; sin embargo, 

aún hay camino por recorrer y con frecuencia vemos datos reservados impidiendo 

a los reporteros acercarse a la verdad. 

Incluso en los casos donde el INAI declare reservada la información queda la vía 

del amparo (inconformidad con una medida judicial) como última instancia. Por 

ejemplo, se clasificó como información reservada el número total de fosas e 

inhumaciones clandestinas localizadas en el país de 1960 a 2015, así como el 

volumen de averiguaciones previas integradas sobre esos casos. Un juez otorgó 

(26 de octubre de 2016) el amparo a una asociación civil mexicana declarando 

inconstitucional la resolución del INAI, por lo que la Procuraduría General de la 

República fue sentenciada a entregar dicha información.43 

 
43 Luciano Franco, “Ordenan al INAI informar sobre fosas clandestinas localizadas desde 1960”, disponible 
en http://www.cronica.com.mx/notas/2016/991892.html 
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El INAI, en octubre de 2016, colaboró con la plataforma digital memoriayverdad, la 

cual incluiría datos de 15 acontecimientos que marcaron negativamente a México 

en materia de Derechos Humanos; sin embargo, organizaciones civiles que 

formaban parte de la plataforma denunciaron que el instituto federal retiró 

información de gran importancia. Ana Cristina Ruelas, directora de la organización 

Artículo 19, declaró:  

Más de diez años de transparencia en México y dos reformas 
constitucionales de avanzada nos hablan de la falta de 
compromiso de los interpretes de la ley con la verdad, de mil 
300 solicitudes de información relacionadas con los 15 casos 
que se analizaron solamente se subieron 14 […] el 50% es 
información reservada e inexistente o que no dice nada y de 
los 300 recursos de revisión el INAI no cuenta con buena 
parte de los cumplimientos, el otro 50% de información oficial 
que sí dice algo nos da la razón respecto a fragmentación de 
la verdad.  
 

Entrando al tema de las cifras, de acuerdo a un informe entregado a la Cámara de 

Diputados, a 13 años de entrada de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental (LFTAIPG), el INAI lleva un millón 56 mil 347 

solicitudes ingresadas, número acumulado de 2003 a 2015 , 120 mil 813 en 2015. 

Siendo el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) la institución con mayor 

número de solicitudes ingresadas en 2015 con un total de 8 mil 637.44 

 
44 INAI, Informe de Labores 2015, disponible en 
http://inicio.inai.org.mx/Informes%202015/Informe%20de%20labores%202015.pdf 
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Fuente: INAI. 

 

De acuerdo a estas estadísticas, en 2015, hubo 9 mil 183 solicitudes de 

información de personas que declararon trabajar en algún medio de comunicación, 

hay más de 27 mil periodistas y redactores según cifras de la Secretaria del 

Trabajo y Previsión Social, por lo que podría haber una subutilización de un 

valioso recurso por parte de la prensa nacional. 

El mayor porcentaje de las solicitudes de información en 2015 fue ingresado 

desde el Distrito Federal con 47.8%, desde el Estado de México, 11.2% y desde 

Jalisco, 4.3%. 

De las 3 mil 118 resoluciones con fecha límite de cumplimiento en 2015, 45 fueron 

cumplimientos que se vieron interrumpidos derivado de suspensiones decretadas 

en su ejecución: 

• Uno por estar relacionado con la sustanciación de un recurso de revisión en 

materia de seguridad nacional ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y 

• 44 casos con motivo de la interposición de juicios de amparo ante Juzgados de 

Distrito en materia Administrativa, mismos que están concentrados en catorce 

sujetos obligados. 

• Procedimientos disciplinarios en los que se determinó imponer sanciones 

administrativas hubo cuatro 2014 y ninguno 2015. 

40.50%
18.60%

9.60%

Número de solicitudes de información, según 
ocupación reportada por el solicitante (2015)

Ámbito académico Ámbito empresarial Medios de comunicación
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Si bien cada entidad federativa tiene su órgano garante del acceso a la 

información pública, el INAI cuenta con la facultad de atracción para conocer de 

aquellos recursos de revisión, pendientes de resolución ante los organismos 

garantes locales, que por su interés y trascendencia así lo ameriten. 

Según el Cuarto Informe de Gobierno del Presidente Enrique Peña Nieto ya los 32 

congresos locales armonizaron sus leyes de trasparencia con la federal. 

Rendición de cuentas 
La rendición de cuentas es otro elemento del Derecho a la Información, permite 

evaluar a los funcionarios. Los indicadores no son buenos. El Índice de 

Percepciones sobre Corrupción 2015, de Transparencia Internacional, da a México 

un puntaje de 35, en una escala de 0 a 100 donde cero significa “altamente 

corrupto” y cien “muy limpio”, ocupando el lugar 95 de 168 países. 

En este contexto surgió la iniciativa ciudadana 3 de 3 cuyo eje central es solicitar 

que todos los funcionarios hagan tres declaraciones: patrimonial, de intereses y 

fiscal y con ello generar “una nueva clase política”. El proyecto es avalado por un 

grupo de organizaciones de la sociedad civil, impulsados por el Instituto Mexicano 

para la Competitividad y Transparencia Mexicana. 

Con 630 mil firmas de respaldo presentaron la Iniciativa ciudadana de Ley general 

de responsabilidades administrativas, el documento si se hubiera aprobado tal 

cual obligaría a todos los funcionarios públicos a:  

Presentar con oportunidad y veracidad las declaraciones de 
situación patrimonial, de intereses y de impuestos en los 
términos establecidos por las leyes. Las declaraciones a que 
se refiere esta fracción estarán disponibles al público, con 
excepción de los datos que sean estrictamente personales, 
así calificados por la ley de la materia. La obligación de 
presentar las declaraciones de intereses y fiscal también 
aplicará a las personas físicas [como los candidatos, partidos 
políticos, asociaciones y personas electas para el 
desempeño de un cargo público y que manejen recursos 
públicos. Las personas que forman parte de los equipos de 
transición federal, local y municipal, quienes serán 
considerados como servidores públicos a los efectos de esta 
ley].45 

 
45 Iniciativa ciudadana de  ley general de responsabilidades administrativas”, disponible en 
http://www.senado.gob.mx/comisiones/anticorrupcion/docs/corrupcion/Iniciativa_LGR.pdf 
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Los legisladores dejaron fuera la publicación de la declaración de impuestos y en 

el aire la publicación de las declaraciones: 

Artículo 29. Las declaraciones patrimoniales y de intereses 
serán públicas salvo los rubros cuya publicidad pueda 
afectar la vida privada o los datos personales protegidos por 
la Constitución. Para tal efecto, el Comité Coordinador, a 
propuesta del Comité de Participación Ciudadana, emitirá los 
formatos respectivos, garantizando que los rubros que 
pudieran afectar los derechos aludidos queden en resguardo 
de las autoridades competentes. 

 
Para continuar con los cambios el Ejecutivo Federal, tras una reunión con la 

cúpula empresarial mexicana, utilizó su potestad de veto para el artículo 32, que 

establecía la obligación, de cualquier persona física o moral que reciba y ejerza 

recursos públicos, de presentar su declaración de situación patrimonial y de 

intereses. 

Entre los alegatos estaba el hecho de que incluso quien recibiera dinero de un 

programa social tendría que presentar las declaraciones correspondientes. Como 

resultado en lugar de afinar la redacción se eliminó la obligación de transparencia 

extensiva a particulares: “La ley no debe introducir de forma arbitraria normas que 

equiparen a los particulares con los servidores públicos ni lesionar los derechos 

humanos de aquéllos.”46 

Aunque el proyecto 3 de 3 no quedó en la legislación con la fuerza y transparencia 

solicitadas, la presentación de la declaración patrimonial, de intereses y fiscal 

sigue siendo una exigencia desde la sociedad civil a la que han respondido, a 

octubre de 2016, 766 funcionarios; 18 gobernadores han respondido al llamado y 

en el portal de Internet hay una herramienta para que, vía Twitter, se haga presión 

a los otros 14.47 

 
46 Presidencia de la República. Veto Presidencial al artículo 32 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas: Observaciones Ejecutivas, disponible en https://www.gob.mx/presidencia/documentos/veto-
presidencial-al-articulo-32-de-la-ley-general-de-responsabilidades-administrativas-observaciones-ejecutivas 

47 Véase iniciativa tres de tres, disponible en http://tresdetres.mx/#/ 
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Definitivamente hay muchos pendientes en cuanto a transparencia y rendición de 

cuentas como herramientas para ejercer el Derecho a la Información, aún existen 

muchas resistencias como son: 

• La burocracia, funcionarios poco activos lo ven como una carga de trabajo extra 

“los informes no se escriben solos”.  

• La intención de servidores públicos de ocultar actos de corrupción documentando 

lo menos posible su gestión. 

• Motivos políticos, evitar que la información sea utilizada por “los adversarios”, 

para atacar una gestión determinada. 

• Ineficiencia, incapacidad de cumplir metas. 

• Económicas, la gestión de la transparencia requiere de ciertos recursos humanos 

y presupuestales. 

• Escasa cultura de la transparencia, funcionarios que no acaban de entender que 

tienen una encomienda pública y como tal requieren rendir cuentas. 

No obstante, el crear un marco jurídico e instituciones, mejorables por cierto, 

resulta una herramienta del periodismo más para acceder a la información y 

después transmitirla a la sociedad. 

Una herramienta de transparencia pronta y expedita es CompraNet, sistema 

electrónico de información pública gubernamental sobre adquisiciones, 

arrendamientos, servicios, obras públicas y servicios relacionados con las mismas. 

En teoría tiene concentrada la información de las compras de bienes y servicios de 

dependencias y entidades de la administración pública federal y de los gobiernos 

estatales y municipales. 
Sin embargo, la ONG México Evalúa en su estudio MeTrOP48 detectó diversas 

deficiencias de CompraNet entre las que destacan: 

• Sólo 23.6% de las bases de contratación de las adjudicaciones directas está 

disponible.  

• El 87% de los procedimientos competitivos cuenta con acta de fallo, en el caso 

de las adjudicaciones directas sólo el 21%. 

 
48 México Evalúa, MeTroP, disponible en http://mexicoevalua.org/2016/04/29/metrop-antidoto-vs-la-
corrupcion-2/ 
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• 60% de las licitaciones o invitaciones a tres no ponen a disposición del público su 

fallo completo. 

• Se encontraron errores significativos en montos y documentos reportados. 

• Está solo el 1% de los contratos como tal. 

Desde que fue inaugurado el sistema de transparencia, incontables ocho 

columnas de los principales diarios y notas de apertura en noticieros de medios 

electrónicos se han nutrido de la información pública, mucha de la cual en el 

México del siglo XX sólo se podía acceder mediante filtraciones, aún es 

incompleta y mucha “reservada”, pero significa cierto avance. 

Fuentes de información no oficiales 
La relación con los Estados Unidos es la más importante dentro de la política 

internacional de México, su influencia es innegable, siendo Wikileaks la plataforma 

de filtración de documentos clasificados de la superpotencia más grande de la 

historia, era obvio que habría mucha información trascendental para el periodismo 

mexicano. Así a principios de 2011 el diario mexicano La Jornada recibió 2 mil 995 

cables diplomáticos estadunidenses relacionados con México, con información 

sobre la óptica de los diplomáticos estadounidenses sobre temas sensibles como 

el narcotráfico, telecomunicaciones, el Ejército, etcétera.  

Emulando la plataforma Wikileaks, el 11 de marzo de 2015 surgió Mexicoleaks, 

una herramienta para que los ciudadanos hagan llegar a un grupo de medios y 

periodistas denuncias y documentos de manera anónima, mismos que serán 

verificados, analizados y publicados por la alianza de colaboradores. Se garantiza 

el anonimato de la fuente y ésta elige si lo comparte con uno o varios de los 

medios que integran la plataforma, que son: Animal Político, Emeequis (en vías de 

desaparición), Más de 131, Periodistas De a Pie, Poder, Proceso, Red de Defensa 

de los Derechos Digitales (RD3) y Aristegui Noticias. 

Como dato curioso Aristegui Noticias, originalmente entró como MVS ya que la 

comunicadora laboraba para dicha empresa; sin embargo, los directivos de MVS 

no estuvieron de acuerdo, quedando fuera de la plataforma y Carmen Aristegui de 

la radiodifusora en cuestión. A principios de noviembre de 2016 había 33 notas, 

básicamente de temas de corrupción que van desde la utilización de la azotea del 
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Palacio Nacional para ver un concierto, pasando por gastos onerosos de la 

presidencia, torturas, hasta cuestionables contratos del gobierno del estado de 

Puebla.  
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CAPÍTULO VI. CONDICIONES 
LABORALES 

Se sabe que el periodismo es una de las profesiones más riesgosas, en cuanto 

agresiones físicas en México, mas también lo es en cuanto estabilidad laboral, la 

oferta de trabajadores y trabajadoras de la información es más alta que la 

demanda y las condiciones laborales reflejan ese desequilibrio. 

La situación precaria de muchos periodistas repercute en el tema de la libertad de 

expresión y el derecho a la información, no olvidemos que es un asunto con 

implicaciones cuantitativas, no sólo cualitativas, es decir, de poco sirve mucha 

información de mala calidad. 

Un reportero cuya principal preocupación es la subsistencia, difícilmente entregará 

trabajos de calidad, menos si se le exigen muchas notas y en diversos formatos en 

un día. El intenso estrés tampoco contribuye a una mejor información. La prensa 

es quien tiene la función de hacer llegar la información a la población para que el 

ciudadano tome mejores decisiones, si las condiciones laborales de los periodistas 

son precarias, los resultados difícilmente serán los adecuados. 

La propia inestabilidad laboral los hace más temerosos de perder el empleo y 

vulnerables a presiones de la dirección del medio o externas. Sin justificar ciertas 

actitudes poco éticas, la necesidad económica da más peso a tentaciones como el 

soborno. 

Datos del Observatorio Laboral señalan que, al segundo trimestre de 2016, en el 

país había 27,240 periodistas y redactores cuyo ingreso mensual promedio del 

10% que más gana es de 14, 000 pesos; mientras que el ingreso mensual 

promedio del 10% que menos gana es de 3,000 pesos.  

De acuerdo a cifras del Directorio Estadístico Nacional de Unidades Económicas, 

en la actividad económica 51 “Información en medios masivos” existen 19,917 
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establecimientos en este rubro que abarcan desde la edición de periódicos y 

revistas, pasando por la industria fílmica.  

Aunque ha habido esfuerzos cuantitativos, la radiografía laboral del periodista 

mexicano no está completa, pues no hay datos sobre el tipo de relación laboral 

que existe entre los periodistas y sus empleadores, ¿se trata de un acuerdo de 

palabra, de una relación laboral fija? ¿Son respetados sus derechos laborales? 

¿Qué hay de las enfermedades ocasionadas por su ejercicio profesional? 

Un esbozo de las respuestas a estas y otras interrogantes, lo encontramos en la 

investigación “Campaña Nacional de los Derechos Humanos Laborales y 

Sindicales de l@s periodistas”, elaborado en el 2009. Algunos de los resultados de 

la encuesta, que se aplicó a 235 profesionales de medios de comunicación, señala 

que un 55% de los participantes no cuentan con un contrato de trabajo; de los que 

dijeron tener un contrato de trabajo (45%) existe un equilibrio entre quienes 

confían en la palabra de su empleador (contrato verbal) y quienes firman un 

documento de esta naturaleza. 

Cifras preliminares de la Secretaría de Trabajo y Previsión Social, a septiembre de 

2016, dan cuenta que para el Sector de “Información en medios masivos” se tenía 

el registro de 142 contratos colectivos de trabajo y ocho conflictos colectivos sin 

emplazamientos a huelga.49 

Retomando la investigación de la “Campaña Nacional de los Derechos Humanos 

Laborales y Sindicales de l@s periodistas”, tenemos que apenas un 30% de los 

participantes señalaron estar afiliados a un sindicato o asociación periodística; un 

45% respondió que la mejor forma para conquistar beneficios laborales sería 

posible con una relación directa e individual entre periodistas y empresa. Entre los 

padecimientos que llegan a sufrir se encuentran enfermedades de carácter 

nervioso, deficiencias visuales o auditivas, problemas ortopédicos y de carácter 

gastrointestinal. 

 
49 Véase Secretaría de Trabajo y Previsión Social http://www.stps.gob.mx/gobmx/estadisticas/ 
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Si bien, existen otros ejercicios de esta naturaleza, es necesario profundizar en 

detalles de índole cuantitativo: realizar un número mayor de entrevistas, abarcar 

un número significativo de entidades federativas… en fin hace falta realizar 

investigaciones serias sobre el tema para conocer el perfil laboral de las y los 

periodistas en el país. 

Apoyos institucionales 

En octubre de 2012 se aprobó la Ley para el Desarrollo y Protección Social de los 

Periodistas del Estado de Baja California, misma que entre sus objetivos busca: 

Regir las políticas públicas que aporten mejores condiciones 
de bienestar y desarrollo para los periodistas del Estado 
Libre y Soberano de Baja California, en materia de salud, 
capacitación, becas y formación profesional, acceso a 
vivienda digna, desarrollo personal, recreativo, social y 
cultural. 

Para tales efectos, se consideró necesario realizar un padrón de periodistas para 

que puedan acceder a los beneficios otorgados por la ley, en los rubros de salud; 

capacitación y formación profesional; becas; vivienda digna; desarrollo personal, 

recreativo, social y cultural. 

Pero no se puede celebrar tan pronto este intento por apoyar a los periodistas, su 

principal problema tiene que ver con la definición de periodista, que a la letra dice:  

Periodistas: Los ciudadanos que radiquen en el Estado de 
Baja California, que tengan una trayectoria mínima de tres 
años de ejercicio comprobado y tengan como actividad 
profesional o laboral, el buscar, investigar, sintetizar, 
redactar, jerarquizar, editar, fotografiar, videograbar, divulgar, 
publicar o difundir informaciones, noticias, ideas u opiniones  
para conocimiento del público en general, a través de 
cualquier medio de comunicación impreso o electrónico. Esta 
actividad puede realizarse de manera habitual o esporádica, 
remunerada o no y sin que necesariamente exista una 
relación laboral con un medio de comunicación […] 

Con un concepto tan amplio y que tiene el detalle de señalar que no es necesario 

que exista una relación laboral con un medio de comunicación, se registraron 358 
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periodistas… muchos de ellos servidores públicos como el entonces diputado 

Carlos Murguía Mejía, quien reconoció estar inscrito en el padrón: 

Soy yo, es que yo participo precisamente escribiendo 
artículos en el periódico El Sol de Tijuana y tengo un 
programa de televisión donde he participado como 
comentarista en PSN también; y la Ley estableció que sea 
recurrente el oficio de periodista o eventual, y yo cumplo el 
perfil. Por eso yo escribo, muy modestamente, pero 
participo.50  

Existieron grandes anomalías en el padrón de periodistas, mismos que fueron 

documentados por el semanario Zeta. Recientemente la Asociación Nacional de 

Periodistas A. C. de Baja California51 propuso una reforma de fondo a la Ley para 

el Desarrollo y Protección Social de los Periodistas, buscando la reglamentación 

del registro del padrón de periodistas y definir mayores controles. 

La Ley para el Desarrollo y Protección de los Periodistas del Estado de Morelos 

posee ciertos beneficios como las becas para los hijos de periodistas, que por 

ejemplo de enero a julio del presente año se entregaron 422, 916 pesos a cien 

beneficiarios (cada uno recibió 4, 229 pesos)52. Entre los requisitos para otorgar 

dicho apoyo se encuentra la constancia de trabajo actualizada del padre y el único 

criterio a considerar es comprobar que el beneficiado sea hijo de periodista. 

Pionera en este tipo de disposiciones aparece la Ley Núm. 463, para el Bienestar 

Integral de los Periodistas del Estado de Guerrero, promulgada en mayo de 2002 y 

cuyo antecedente es la Ley de Fomento a la Actividad de los Periodistas de 1992, 

busca brindar a los periodistas de la región apoyo en temas de salud, 

capacitación, vivienda y la creación de un fondo de apoyo para otorgar préstamos 

y que recibe aportaciones estatales así como los periodistas. 

 
50 Véase “Abusan con Ley de Periodistas”, disponible en http://zetatijuana.com/2013/02/01/abusan-con-ley-
de-periodistas/ 
51 Gabriela Xala, “Análisis y propuestas a la Ley de Periodistas del Estado, expuestas en reunión de la 
ANPAC de Baja California”, disponible en http://notilibre.com/?p=8429 
52 Véase Portal de Transparencia del Estado de Morelos, disponible en 
http://www.transparenciamorelos.mx/ocas/Gubernatura?qt-catalogo_oca=5#qt-catalogo_oca 
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Al igual que la ley de Baja California, analizada líneas arriba, se prevé la 

elaboración de un censo de los periodistas en activo, así como un padrón de 

organizaciones de periodistas que operan en el Estado. 

Lo que tienen en común estas disposiciones legales, además de coincidencias en 

los temas que buscan fomentar entre los periodistas, es la participación de los 

empresarios y directivos de los medios de comunicación, quienes son los 

responsables de brindar todos y cada uno de los beneficios enlistados en las tres 

leyes presentadas. 

Si bien se señala que se buscará “promover la participación” de los dueños de los 

medios “en las políticas públicas para el bienestar de sus trabajadores”, en ningún 

lado está especificado cómo se logrará tal propósito; pero sí les exime de sus 

responsabilidades al delegar al Estado el cumplimiento de las prestaciones 

sociales. 

Información como mercancía 

En los últimos años, los profesionales de la comunicación han pasado de ser 

empíricos a profesionales en todo el sentido de la palabra, aunque en muchos 

casos no sean percibidos de esa manera por la empresa en la que laboran. 

Aún se suelen escuchar historias de reporteros, principalmente en las entidades 

federativas, que no perciben una remuneración económica por su trabajo que les 

permita vivir de manera honesta, digna y decorosa. En algunos casos la única 

prestación laboral que reciben al ser contratados es un credencial que los acredita 

como periodistas y ya depende de ellos el obtener ingresos. 

El viejo dicho de nota publicada, nota pagada también sigue vigente y 

básicamente significa realizar un trabajo a destajo, es decir, que si un periodista 

elabora 10 notas informativas al día, pero sólo le públican una, sólo le pagan esa 

nota, lo que nos lleva a plantear una sobreexplotación laboral y una incertidumbre 

económica que obliga, a cualquier trabajador, a buscar otros empleos que de 
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manera particular en la actividad periodística a veces significan un conflicto que 

afecta directamente la honestidad del reportero. 

La venta de publicidad por parte de los periodistas, como un medio para 

incrementar sus ingresos económicos, es otra vieja práctica; al igual que estar 

dentro de la nómina de cualquier oficina de comunicación social y colaborar como 

asesor de algún político. 

Entre el gremio periodístico existe un refrán que dice “el chayo es de quien lo 

trabaja” y que hace referencia a la dádiva, en dinero o en especie, con la que se 

busca influir a reporteros, editores o directores de medios de comunicación para 

que la información transmitida sea “favorable”. Si bien es una práctica que pone en 

entredicho la actividad periodística, su existencia suele explicarse con otro viejo 

dicho periodístico: “El chayote espina, pero da de comer”.  

Estas y otras actividades no están del todo documentadas, la mayoría de las 

veces suelen exteriorizarse en encuentros periodísticos. Al parecer el gremio 

periodístico no está preparado para ejercer la autocrítica. Pero debemos tener 

claro que en la medida en que no se mejoren y respeten las condiciones laborales 

de los periodistas, se multiplica la posibilidad de corrupción y, en consecuencia, de 

comprometer la independencia periodística. 

Acoso laboral 

En un contexto laboral como es el del trabajo periodístico (presiones por los 

“cierres”, las exclusivas, el ganar o no perder la nota, la aplicación de las políticas 

editoriales, horarios irregulares, régimen alimentario anárquico, etc.) también está 

presente el acoso laboral, que en palabras llanas significa “hacerle la vida 

imposible a un trabajador”. 

Puede existir un nivel desmesurado de exigencia al periodista y a la vez un 

menosprecio de su trabajo al interior de la empresa para que labora, en suma se 

trata de un tipo de violencia en el entorno laboral. 



81 
  

Más allá de las repercusiones para la empresa, como la disminución en la calidad 

del trabajo, las consecuencias en las personas van desde trastornos emocionales 

hasta llegar a la renuncia del trabajador.  

De igual manera que otros problemas del periodismo no existen estudios sobre el 

tema, salvo algunas investigaciones enfocadas en aspecto de género, pero al 

parecer existe una consigna que se resume en una frase: “La ropa sucia se lava 

en casa” y muy pocos se animan a denunciar las acciones de acoso laboral. 

Por la experiencia, documentada en otros países, podemos aventurar cómo 

hipótesis que el acoso laboral está encaminado a personas mayores, ajenas a los 

nuevos cambios tecnológicos, a las mujeres y a jóvenes periodistas talentosos, en 

algunos casos, que logran sobresalir en poco tiempo de haber comenzado a 

laborar y muchas veces coincide con la llegada de un nuevo jefe. 

Recientemente en nuestro país se denunció una situación de acoso laboral al 

interior de la televisora universitaria TVUNAM. Las denuncias de los trabajadores, 

agrupados en el Colectivo TVUNAM y del cual se deslindó el Sindicato de 

Trabajadores de la Universidad Nacional Autónoma de México, abarcan desde 

obligarlos a realizar jornadas de trabajo en horario fuera del establecido en la ley, 

que en ocasiones se les hacía laborar desde su domicilio y que se les negó su 

derecho de audiencia, además de obligar a varios trabajadores a presentar su 

renuncia e inclusive llegó a niveles de cambiar las chapas de varias oficinas para 

evitar el ingreso de los trabajadores. 

Situaciones que fueron negadas por el entonces director de la televisora 

universitaria, Nicolás Alvarado, señalando que en el caso de los despidos estos se 

dieron conforme a lo que establece la ley, con la indemnización correspondiente. 

Trabajadores del Canal Judicial presentaron varias denuncias por acoso sexual y 

laboral (algunas desde el 2011) contra el entonces director, Enrique Rodríguez 

Martínez. En mayo del presente año la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

inició procedimientos de responsabilidad administrativa contra 15 funcionarios y ex 

funcionarios del Canal Judicial. 
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Como una medida de protección, luego de presentar su queja, a algunas de las 

trabajadoras afectadas se les reubicó en otras áreas, pero hasta el momento no 

podemos decir que se ha hecho justicia, se presentaron renuncias, pero hasta 

ahora no hay una reparación de daño.  

De periodista a hombre orquesta 

Existe también la figura del reportero multitarea o multifuncional que cubre la 

misma nota para distintas plataformas, por lo que sobre un mismo evento puede 

realizar hasta cuatro notas, para: televisión/video, radio, Internet y prensa escrita. 

Ello implica dominar distintas plataformas tecnológicas, técnicas, dedicar más 

tiempo a un sólo evento o menos a cada nota con la consecuente pérdida de 

calidad, lo cual también incrementa los niveles de estrés a los que está sometido. 

Esto se da en el marco de la cultura de la competitividad empresarial que en gran 

medida busca hacer más con menos personal, es decir, incrementar la utilidad de 

la empresa con una mayor exigencia a las y los trabajadores, incrementar la 

plusvalía de la fuerza de trabajo. A veces el motivo es sólo incrementar ganancias, 

pero otras es la supervivencia del medio en un mundo cada vez más competitivo, 

donde el mismo pastel, la publicidad, se reparte entre más comensales. Es 

resultado del concepto de flexibilización laboral. 

Esta maximización de los recursos humanos se viene dando en un marco donde 

diversos medios brincan de una plataforma a otra, es decir, transmiten por radio, 

televisión (sea abierta, restringida o vía internet), web, redes sociales y además 

poseen medios impresos.  

Al mismo tiempo, nuevas plataformas y soportes digitales generan la ilusión de 

que cualquiera, desde una tableta o un celular, puede tomar imagen o video, de la 

misma manera una edición básica se puede realizar con un software relativamente 

sencillo. La convergencia de los medios viene con la transformación del reportero 

en una especie de hombre orquesta que toma fotos, video, edita, escribe y atiende 

redes sociales. 
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En México, hasta donde sabemos, no nos hemos dado a la tarea de cuantificar el 

desgaste que produce a la intensificación de la carga laboral en jornadas que ya 

de por sí eran extensas, salvo contadas excepciones, se percibe que los 

resultados son notas con menor contexto y profundidad, además de que significan 

un reto para redactores, fotógrafos y camarógrafos que ven reducido su campo 

laboral que ya de por sí no era extenso. En 2013 había 33 mil 890 redactores y 

periodistas según el Observatorio Laboral, hoy maneja 27 mil 240. 

Estrés y periodismo 

El trabajo de los profesionales de la información se caracteriza, en algunos casos, 

por ser hostil, agresivo, de mucho estrés, jornadas de trabajo interminables y de 

incertidumbre económica. Pero de manera particular, es necesario destacar que la 

cobertura de la violencia pasa su factura a la salud de los periodistas, incluso el 

reconocido corresponsal de guerra italiano, Giovanni Porzio, reconoció que 

trabajando en lugares como Ciudad Juárez se vive en una situación de riesgo 

similar a la de la cobertura de guerra. 

En la investigación “El Impacto Psicológico de la Guerra Contra el Narcotráfico en 

Periodistas Mexicanos”53 se destaca ansiedad y estrés postraumático entre las 

consecuencias. 

Tras entrevistar a 140 periodistas mexicanos, aplicándoles cinco instrumentos 

psicométricos para identificar síntomas de ansiedad, depresión y estrés 

postraumático, se determinó que: 

Los periodistas que cubren noticias de narcotráfico y crimen 
organizado presentan puntajes significativamente más altos 
que aquellos que trabajan en otro tipo de temas. Lo anterior 
sugiere que las coberturas periodísticas sobre narcotráfico 
representan un factor de riesgo psicológico que debe 
tomarse en cuenta para la creación de políticas públicas en 
México. 

 
53 Flores Morales, Rogelio; Reyes Pérez, Verónica y Reidl Martínez, Lucy María. “El Impacto Psicológico de 
la Guerra Contra el Narcotráfico en Periodistas Mexicanos”, en Revista Colombiana de Psicología, 2014, 
disponible en www.revistas.unal.edu.co/index.php/psicologia/article/view/37640/46110 
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En la investigación realizada por Rogelio Flores Morales, Verónica Reyes Pérez y 

Lucy María Reidl Martínez, el 63.5% de los periodistas cubrían sistemáticamente 

noticias relacionadas con el narcotráfico y 36.5% (grupo de control) otras fuentes 

de menor riesgo físico.  

Encontraron los siguientes datos en cuanto a cobertura entre los periodistas que 

cubren sistemáticamente noticias de narcotráfico: 

• 97.7% experimentó al menos tres modalidades de exposición a eventos 

traumáticos durante el 2011.  

• 45.5% estuvo expuesto al menos a un enfrentamiento armado.  

• 100% fue testigo directo o indirecto de muertes violentas, asesinatos o matanzas.  

• 59.1% cubrió algún caso de amputación o fragmentación de cuerpos.  

• 96.6% observó casos de personas heridas. 

• 93.2% tuvo contacto cercano con familiares de víctimas de la guerra. 

Los datos sobre la salud mental de los implicados resultaron relevantes: la 

prevalencia de síntomas de estrés postraumático fue de 33.9% en la muestra total; 

y subió a 41.1% en el grupo de reporteros que cubre noticias de narcotráfico; 

siendo de 19.4% en los reporteros que trabajan en otras fuentes; disparándose al 

54.2% en fotógrafos. 

Identificaron una prevalencia de estrés postraumático superior a la registrada en 

otros estudios internacionales de actividades de alto riesgo: reporteros de guerra 

28.6%; bomberos de 6.5% a 37% y combatientes, entre 3% y 35.8%. 

En otro rubro, Inventario de Depresión de Beck (BDI) que identifica sentimientos 

de fracaso, culpa, castigo, insatisfacción, odio a sí mismo, impulsos suicidas, 

periodos de llanto, problemas de sueño, cansancio, pérdida de apetito y libido, 

indecisión, aislamiento, irritabilidad, imagen corporal, entre otras respuestas 

depresivas, el 37% de los periodistas de narcotráfico mostraron niveles 
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moderados y 5.5% severos. Por su parte, 13.9% de los reporteros que cubren 

otras fuentes presentaron síntomas moderados y ninguno se ubicó en el rango de 

severo. 

En cuanto a síntomas de ansiedad, en la muestra global se alcanzó un 69.9%, 

desagregando los periodistas que cubrían sistemáticamente noticias de 

narcotráfico presentaban una prevalencia de 77% y los reporteros de otras fuentes 

56.1%. 

“Retiro voluntario” 

A principios de este año una veintena de corresponsales de la empresa Televisa 
fueron obligados a firmar un “retiro voluntario”, sin recibir ningún tipo de 
indemnización; luego de años de relación laboral, los corresponsales de los 
estados de Campeche y Oaxaca llevaban 40 años al servicio de dicha empresa. 

Los afectados, de manera anónima pues temían represalias por sus 
declaraciones, señalaron que no fueron notificados de la decisión de terminar la 
relación laboral sino que desde el primer día del año la televisora dejó de transmitir 
las notas informativas elaboradas por los corresponsales, la mayoría de ellos 
supera los 50 años de edad. 

“Ahorro = despidos” 

En su balance de los primeros seis meses de su gestión, el actual gobernador de 
Nuevo León, Jaime Rodríguez El Bronco, señaló que logró ahorrar 600 millones 
de pesos al dejar de gastar en el rubro de publicidad en medios de comunicación. 

Ahorro que ha repercutido en el despido de periodistas. En una primera tanda 
fueron despedidos de Televisa Monterrey 60 empleados, entre conductores, 
camarógrafos, técnicos y personal administrativo.  

En el Grupo Milenio-Multimedios también hubo despidos, principalmente entre el 
personal de mayor antigüedad laboral.  

Jaime Rodríguez decidió basar su política de comunicación en las nuevas 
plataformas de internet, como Facebook, Twitter y Periscope, lo que se ha 
traducido en el desarrollo de nuevas habilidades para los periodistas.  
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PROPUESTAS A MANERA DE 
CONCLUSIONES 

Ante el panorama presentado no basta saber que las cosas están mal, sería 

quedarse en el muro de las lamentaciones por lo que dejamos algunas propuestas 

para fortalecer la Libertad de Expresión. 

El sistema judicial en México es lento, costoso y desgastante por lo que sería 

conveniente crear mecanismos eficaces de apoyo jurídico para los comunicadores 

que los acompañen durante todo el juicio. Si bien muchos de los periodistas más 

conocidos son defendidos pro bono, es decir, por abogados que los conocen y los 

apoyan porque el caso da prestigio o bien por solidaridad, existen muchos 

periodistas que no tienen acceso a estas defensas y son los más vulnerables, por 

lo que un mecanismo de apoyo jurídico para comunicadores resultaría una 

herramienta de gran trascendencia para la libertad de expresión en el contexto 

actual. 

De igual forma, es deseable que en todos los códigos, penales y civiles, se 

adoptaran los criterios de la real malicia o malicia efectiva, es decir, demostrar que 

el periodista sólo actuó para causar daño y sin corroborar información, como 

criterios que den equilibrio al derecho a la privacidad y al de información. El interés 

público se debe conservar como lineamiento para la Libertad de Expresión, se 

debe ir más allá de lo político, ya que muchos actores privados inciden en la 

colectividad y/o son concesionarios de bienes o servicios públicos. Se deben 

modificar aquellas legislaciones que promueven la opacidad y la censura directa o 

indirecta. 

El hecho de que la calumnia y la difamación aparezcan en el mismo rubro refleja 

un desdén por la veracidad en el sistema jurídico mexicano, ya que coloca en la 

misma posición a quien afecta la “honra” de un ciudadano honesto con mentiras 

que a quien afecta la imagen pública de quien realizó actos de corrupción. La 
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difamación debería estar limitada a sancionar información del terreno 

estrictamente privado. 

Respecto a las agresiones, la impunidad sigue siendo su principal caldo de cultivo, 

es necesario reevaluar las políticas y lineamientos de los órganos federales y 

locales de protección a periodistas de lo contrario podríamos quedarnos sólo en la 

simulación de la defensa. 

El hecho de que se determine que el o la comunicadora fue objeto de agresiones 

por causas ajenas a su profesión y de inmediato se cuestiona su vida personal 

como factor determinante en su agravio, sólo fomenta la impunidad. Se debe 

realizar una investigación exhaustiva que determine las causas del agravio, lo cual 

difícilmente será posible si no se determina quién fue el agresor y se le captura. 

Para abatir la impunidad es indispensable fortalecer la solidaridad gremial para 

poder presionar en conjunto a las autoridades competentes para que resuelvan los 

casos. 

Las cifras reflejan que los mecanismos de protección a periodistas no han 

alcanzado los resultados esperados, su reevaluación es más que conveniente. 

En el mismo orden de ideas, mientras el Estado no recupere el pleno control  de la 

seguridad en el territorio nacional, habrá sitios donde la autocensura sea la única 

forma de sobrevivencia. 

En cuanto a acceso a la información, resulta importante robustecer las 

instituciones y el andamiaje legal que las sustenten, ya que si bien en el aspecto 

jurídico hemos tenido grandes avances, en la práctica aún queda mucho camino 

por recorrer en cuanto a la cultura de la transparencia y rendiciones de cuentas, 

que son requisitos indispensables para un buen ejercicio gubernamental y 

combatir la corrupción. Si bien el ciudadano común no tiene el tiempo ni la 

dedicación de estar buscando y solicitando la información, es el periodista el 

encargado social de proporcionársela y acercársela, por lo que el acceso a la 
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información es una herramienta indispensable para un correcto ejercicio 

periodístico y fundamento de la democracia.  

Cabe mencionar que en una cultura de la transparencia entramos todos, no sólo 

los funcionarios gubernamentales, sino sus proveedores e incluso los 

concesionarios de un bien público como son los medios de comunicación, sus 

dueños y quienes laboran en ellos. 

La publicidad oficial mantiene un alto nivel de discrecionalidad, urge una discusión 

seria que desemboque en una ley de carácter federal, con influencia en los 

gobiernos locales en donde se establezcan claramente los lineamientos del gasto 

de publicidad gubernamental. 

Además de la legislación pertinente, es indispensable que vaya acompañada de 

mecanismos que aseguren su seguimiento y vigilancia de lo contrario no habría 

ningún cambio en el mecanismo de premio-castigo que implica la asignación de 

publicidad. 

La indefensión laboral de quienes se dedican al periodismo es otro flagelo a la 

Libertad de Expresión, ya que además de incrementar las tentaciones, distrae la 

atención de quien debería estar consiguiendo y transmitiendo información y no 

centrar sus pensamientos y energía en la subsistencia. 

Por ello una encuesta a nivel nacional que permita obtener datos fidedignos de la 

situación laboral del grueso de los y las periodistas sería de gran utilidad para 

encontrar soluciones al problema. 

Tampoco están ausentes los problemas de género y las periodistas, además de 

todos los conflictos anteriores, sufren discriminación ya que aún se percibe cierta 

inequidad laboral, sin contar con los problemas de acoso y hostigamiento que se 

concentran más en las mujeres. De la misma forma que los medios con frecuencia 

se montan en campañas en pro de la igualdad y la equidad de la sociedad en su 

conjunto, tal vez deberían revisar su funcionamiento interno. 
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Capacitación para las fiscalías y demás autoridades que atienden las denuncias 

de acoso, hostigamiento y otras agresiones ayudaría a sensibilizar al funcionario, 

lo cual permitiría a su vez que más reporteras denunciasen estos problemas, 

abatiendo el subregistro con un paso en la dirección correcta. 

No basta declarar que se respetará la Libertad de Expresión, es indispensable 

generar las condiciones necesarias para su desarrollo. 

En todas estas propuestas no son ajenos los y las periodistas, los integrantes de 

la sociedad civil, funcionarios ni autoridades, tampoco la academia. Cada uno de 

ellos tiene algo que aportar a los análisis, propuestas y soluciones, así que el 

debate de estos y otros temas de la agenda periodística quedan abiertos a la 

discusión pública. 
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